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			A través de esta colección se ofrece un canal de difusión para las investigaciones que se elaboran al interior de las universidades e instituciones públicas del país, partiendo de la convicción de que dicho quehacer intelectual sólo está completo y tiene razón de ser cuando se comparten sus resultados con la comunidad. El conocimiento como fin último no tiene sentido, su razón es hacer mejor la vida de las comunidades y del país en general, contribuyendo a que haya un intercambio de ideas que ayude a construir una sociedad informada y madura, mediante la discusión de las ideas en la que tengan cabida todos los ciudadanos, es decir, utilizando los espacios públicos.
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			Presentación

			Esta obra versa sobre el ámbito de la política, las particularidades de los procesos sociales y políticos nacionales y regionales y los debates en torno a la construcción de una agenda feminista para América Latina. En la primera parte del volumen se presentan sendos trabajos relativos al tema de la política, su expresión institucional y algunas ideas que históricamente le han dado un perfil particular a la política latinoamericana en las últimas tres décadas. La primera colaboración es la de la profesora Laura Valencia Escamilla titulada: “Cambio institucional, congresos y procesos de transición y consolidación democrática en América Latina”, texto cuyo propósito es explicar el papel de los congresos en América Latina en los procesos de transición y consolidación democráticos a partir de dos interrogantes: ¿cuál es el papel de los congresos en el proceso de transformación política? y ¿cómo contribuyen al fortalecimiento de las instituciones democráticas? La explicación dada por la profesora Valencia alude a que en América Latina los congresos han estado previendo reformas institucionales que promueven y consolidan las transiciones democráticas al tiempo que atienden demandas sociales en pro de los cambios sociales. Por su parte, el profesor Jaime Osorio, en su colaboración titulada: “Autoritarismo con ‘coro electoral’. Estado y ‘democracia’ en América Latina”, pretende explicar, “desde una caracterización estructural del Estado dependiente, y desde las transformaciones económicas y políticas producidas en la región en los últimos cuarenta años, al calor de la inserción de América Latina en el proceso de mundialización”, los procesos regionales calificados como “transición a la democracia”.

			Los trabajos siguientes aluden también al cambio, la evolución, y las grandes tendencias institucionales en la región. Es el caso del trabajo de Olivier Dabène: “Recientes evoluciones del regionalismo en América Latina”, ensayo en el que se afirma que, a diferencia de Europa, donde el proceso de integración avanza por olas de ampliaciones sucesivas, “en Latinoamérica las olas de creación de grupos regionales se dan con cierta regularidad. Los procesos se sobreponen, se entrelazan y forman un mosaico complejo”. En la década de los noventa del siglo pasado, emergieron en América Latina “nuevos actores que renovaron la crítica social a través de una posición contrahegemónica”, nos dicen Alfonso León Pérez y Miriam Calvillo Velasco en su colaboración titulada “Los movimientos sociales en América Latina”; este texto pretende abordar de manera general la irrupción y el ascenso de los nuevos actores sociales en la configuración de los movimientos latinoamericanos. 

			Para aportar un matiz imprescindible a la reflexión sobre la región, tenemos la colaboración de Gabriela de la Mora-de la Mora, intitulada “Conservación de servicios ambientales. Grandes tendencias en América Latina”. Teniendo como referencia las políticas neoliberales implementadas desde la década de los años ochenta, De la Mora señala que “este modelo ha logrado permear cada vez más incluso en las políticas públicas sobre medio ambiente a través de la implementación de esquemas de pago por servicios ambientales”. En su colaboración analiza exhaustivamente la tendencia en el desarrollo de estos mecanismos en algunos países de la región y los propósitos del andamiaje institucional y legal que sostienen dichos mecanismos. En teoría –señala– buscan reducir la fricción social y legitimar las metas de conservación a través de la inversión económica y social, sin que sean una atribución exclusiva del Estado. Sin embargo, para algunos actores sociales, se hace necesario generar nuevas reglas del juego que posibiliten la valoración económica de los ecosistemas a través de la asignación de precios y valores monetarios previendo, así, el aseguramiento en la conservación de los ecosistemas.

			En relación a las ideas políticas gestadas en Latinoamérica, esta parte de la obra abre con una reflexión acerca del pensamiento de Octavio Paz relacionado con los vaivenes políticos en la región; el ensayo titulado “Revuelta, revolución y reforma en América Latina. A propósito de Octavio Paz”, de Jorge E. Brenna B., señala que en América Latina las revoluciones siguen constituyéndose en parte de un discurso populista de izquierda inherente a una cultura política autoritaria que no ha madurado, frente a una apabullante realidad global que impone –para bien o para mal– sus procesos y sus valores en un mundo revuelto en el que los paradigmas societales parecen no encontrar un punto de equilibrio que preserve los valores humanos más preciados: la libertad y los derechos humanos. Es el momento en el que aparece en el centro de las reflexiones del poeta “el papel transfigurador de las reformas” frente a experimentos revolucionarios que, al final, terminan en la institucionalización de regímenes políticos más rígidos y autoritarios que aquellos que han sido desplazados con altos costos humanos.

			“El zapatismo como referente de la lucha política en América Latina”, ensayo de Juan José Carrillo Nieto versa sobre el surgimiento en México del Ejército Zapatista de Liberación Nacional, en 1994, como uno de los fenómenos sociales más importantes en la historia reciente de América Latina. Un movimiento que se caracterizó por la fuerza de sus argumentos políticos que se han diseminado por todo el mundo; en este sentido, el autor reflexiona en torno al zapatismo, sus posiciones políticas, así como las causas que lo han llevado a convertirse en un referente político de la lucha global contra el neoliberalismo. En esta tesitura parece ir también el ensayo “Enrique Dussel: una teoría política transmoderna” de Mario Ruiz Sotelo el cual reflexiona en torno a la construcción de una filosofía política “desde la periferia, desde la exterioridad política, donde la argumentación debe partir de premisas diferentes”. Dussel busca nuevos principios para desarrollar una filosofía política de cuño latinoamericano, pero con alcances globales Se trata de la filosofía política de la liberación, perfilada por el autor como una propuesta filosófico-política transmoderna.

			La segunda parte del presente volumen hace un recorrido a través de miradas distintas de académicos prestigiosos involucrados en el análisis de la política de los países latinoamericanos en la última década. En primer término, tenemos el trabajo de Pablo Alabarces intitulado “Peronistas, populistas y plebeyos: ocho entradas”, escrito en un estilo muy afortunado por original en su manera humorística de expresar sus tesis: la experiencia kirchnerista es coherente con un mapa latinoamericano más amplio –justamente, objeto de este volumen– de la llamada marea rosada, un modo algo despectivo de denominar a los gobiernos “progresistas” de la región desde la irrupción del chavismo en 1999. En el caso de la Argentina, Alabarces enfatiza en la idea de un populismo centrado en la necesidad de recuperar un déficit de democratización luego de la etapa neoliberal como una suerte de repetición de las experiencias democratizadoras posdictatoriales de los años setenta y ochenta del siglo pasado. Esa democratización –nos dice– no puede ser ahora meramente formal –de derechos ciudadanos– sino primariamente económica: de distribución de la renta que exige, a la vez, la democratización de las relaciones sociales, de género, sexuales. El segundo trabajo de este recorrido por las realidades políticas y sociales de Latinoamérica es el trabajo de Pedro Portugal Mollinedo, militante del Movimiento Indio Tupak Katari (MITKA) en Bolivia, intitulado “Descolonización, gobierno del MAS y viabilidad histórica del proyecto indianista en Bolivia”. Este trabajo busca determinar lineamientos históricos y sociales que permitan entender las condiciones del triunfo de Evo Morales y su desempeño de cara a la responsabilidad histórica que las condiciones sociales e históricas le condicionan, así como señalar algunas tendencias futuras a partir de los elementos antes desarrollados. En esta misma latitud se encuentra la colaboración de Fabiola Escárzaga “¿Indianismo o indigenismo? la política del gobierno de Evo Morales hacia los indios”, texto en el que la autora analiza las diferencias, la forma de la enunciación y los alcances de dos proyectos de construcción de la nación que han estado confrontados en Bolivia desde la segunda mitad del siglo XX hasta hoy: el indigenismo y el indianismo; proyectos que no han dejado de disputarse el gobierno de Evo Morales el cual, aunque pretende representar a los indios, aplica el proyecto indigenista y no el indianista, mismo que solamente es usado como discurso oficial con fines retóricos para subordinar a la población india a su proyecto de nación, que no es india sino mestiza.

			Un trabajo medular en esta obra es la colaboración de Ilse Scherer-Warren: “Movimientos sociales y manifestaciones en la vía pública en el Brasil contemporáneo”, en donde analiza “la pluralidad de significados políticos en movimientos contemporáneos organizados resultado de la ar-ticulación discursiva de subredes de actores sociales que ha permitido la construcción de proyectos emancipatorios en común”. La autora establece que “los movimientos organizados son relevantes para las negociaciones” centrados en manifestaciones posteriores a la implementación de la política pública. Por su parte Claudia Heiss nos habla de la crisis de desafección y legitimidad que aqueja al sistema político chileno, misma que se ha traducido, hoy en día, en nuevas formas de participación y protesta a través de movimientos sociales; en su colaboración titulada “El chile de las movilizaciones: ¿giro a la izquierda o catarsis antisistémica?”, la profesora chilena señala que a pesar de que la Concertación en su momento fue exitosa en liderar el cambio de régimen del autoritarismo a la democracia, “no ha logrado construir un proyecto político capaz de canalizar la voluntad popular”. Han sido entonces las movilizaciones sociales de la última década las que han conformado un componente “de reclamo por cambio político que podría interpretarse como un giro a la izquierda, como un rechazo a los enclaves dictatoriales y la política de los acuerdos”, pero también –nos dice– de rechazo a la política en su conjunto, a las élites y las instituciones.

			El análisis de la realidad política de Colombia se hace presente en la colaboración de Fabio López de la Roche: “El gobierno de Juan Manuel Santos 2010-2015: cambios en el régimen comunicativo, protesta social y proceso de paz con las FARC”; en su análisis intenta analizar la herencia de cultura política recibida de los dos gobiernos de Álvaro Uribe Vélez por el nuevo gobierno de Juan Manuel Santos, así como llamar la atención sobre los replanteamientos llevados a cabo en la transición del gobierno de Uribe Vélez al de Juan Manuel Santos en el “régimen comunicativo” así como el papel de las grandes movilizaciones sociales y las respuestas gubernamentales ocurridas bajo el gobierno Santos en tanto permiten imaginar los escenarios posibles que van a emerger, en el contexto del posconflicto armado, en el proceso de paz de Santos con las FARC en el 2016. La aprobación en el Congreso de la Ley de amnistía a finales del 2016, en el marco del acuerdo de paz con las FARC, se convirtió en el primer paso para dar inicio a la implementación del acuerdo (resultado de cuatro años de negociaciones con la guerrilla) resultando en una ley que puede sacar de la cárcel a 4000 guerrilleros. El análisis del espacio centroamericano es abordado por el maestro Fidel Astorga Ortiz en su interesante colaboración titulada “Los polos de la democracia centroamericana: Costa Rica y Guatemala”. En su colaboración el profesor Astorga establece la existencia de diferencias estructurales sobre las que ocurre el cambio político en Centroamérica, contrastando Costa Rica y Guatemala en tanto que “ambos países muestran aspectos e incluso coyunturas similares que resultan particularmente relevantes en el análisis comparado”: el punto central –nos dice– estará en señalar las modalidades que puede (o no) adoptar el cambio político en Centroamérica a través de los dos casos más contrastantes. 

			Cuba es una realidad política que por sí misma es interesante en tanto que ha sido un proceso sui generis en América Latina que es abordado en el trabajo “Cuba: cuando se cierra el telón” del profesor Haroldo Dilla Alfonso. En su colaboración afirma contundentemente que, a pesar de la evidente complejización de la vida política cubana, no existe un proceso de democratización o de liberalización que sugiera de un proceso de construcción de ciudadanías, creación de derechos, etcétera, pues en realidad “no se ha consagrado un derecho ciudadano al libre tránsito, sino sólo un relajamiento de controles y un alargamiento de la permisividad”. La política ecuatoriana es analizada por Carlos de la Torre en su colaboración titulada “Rafael Correa: entre las promesas democratizadoras y las prácticas autoritarias”, en la que señala que el advenimiento de la presidencia del outsider Rafael Correa irrumpió en un contexto de crisis de las instituciones políticas con un proyecto de refundación, sin una sociedad civil significativa y con una oposición fragmentada y en desbandada: el país quedó con un referente único: Rafael Correa. Sin embargo la caída de los precios del petróleo y la imprevisión del gobierno que se gastó los fondos de los excedentes petroleros llevaron al país a una crisis económica; la democracia quedó reducida a su visión más básica como elecciones sin garantías, en un contexto en que la esfera pública y la sociedad civil han sido colonizadas por el Estado. De la Torre señala que “el poscorreísmo tendrá que desmontar muchas de las instituciones del correísmo de lo contrario cualquier sucesor tendrá en sus manos una institucionalidad perfectamente diseñada para el autoritarismo”.

			En México, nos dice Alberto J. Olvera en su colaboración intitulada “La crisis política, los movimientos sociales y el futuro de la democracia en México”, que la crisis de 2015 es múltiple: económica, política, moral y social, teniendo ante sí “radicales disyuntivas: la restauración autoritaria o un salto cualitativo hacia la democratización; una ruta hacia el crecimiento o el estancamiento indefinido; la construcción de Estado de derecho o la continuidad de la precariedad institucional y la captura del Estado”; Olvera analiza en su texto la evolución y los retos estratégicos de los nuevos movimientos sociales de protesta y los posibles itinerarios de la actual lucha entre la restauración autoritaria y la democratización. En Perú ¿podemos decir que la política peruana ha cambiado –o mejorado– en este siglo?, se pregunta el profesor Yusuke Murakami en su colaboración “‘Cuanto más cambia algo, más es la misma cosa’: política peruana en este siglo”: se puede estar de acuerdo en que la etapa posfujimorista es más democrática que la transcurrida en los años noventa, no obstante –señala Murakami–: “ debemos tener presente que el autoritarismo fujimorista […] fue el producto del fracaso de la democracia basada en los partidos políticos de la década de los ochenta; en su colaboración se aportan elementos para examinar si se han presentado algunos síntomas que indiquen la tendencia a superar las fallas de la política peruana en la década de los ochenta –que son al mismo tiempo históricas– con respecto a sus ‘instituciones’” –remata–. 

			El análisis de la política uruguaya se hace presente en el trabajo de los profesores Conrado Ramos y Alejandro Milanesi: “La izquierda en el gobierno: balance sobre el legado político y administrativo de las presidencias de Vázquez y Mujica en Uruguay”. En esta colaboración se parte de la llegada del Frente Amplio al gobierno nacional en marzo de 2005: por primera vez una fuerza política de izquierda ganaba las elecciones nacionales, rompiendo con el tradicional predominio de los partidos tradicionales (Partido Colorado y Partido Nacional); el Frente Amplio asume el gobierno con un importante respaldo ciudadano y el apoyo de actores como los sindicatos y otras organizaciones de la sociedad civil. Los autores hacen un repaso reflexivo del legado político y administrativo de los primeros dos gobiernos del Frente Amplio (FA) rematando con una síntesis de sus legados y algunos de los desafíos de gobierno que actualmente está enfrentando la segunda presidencia de Vázquez. Venezuela es actualmente objeto de filias y fobias, por lo que el análisis de Luis Gómez Calcaño titulado “Venezuela: ¿democratización electoral o enfrentamiento de poderes?”, viene a llenar un importante vacío analítico en cuanto a una perspectiva desapasionada después de los resultados de las elecciones parlamentarias del 6 de diciembre de 2015; Gómez Calcaño intenta caracterizar al régimen chavista en términos de las teorías sobre la democracia, el autoritarismo, los regímenes híbridos y el populismo, dando cuenta de los factores que los produjeron, y vislumbrando los itinerarios posibles de la sociedad y el Estado venezolano en los próximos meses y años. 

			Finalmente, esta segunda parte de la obra se cierra con un interesante balance del ciclo político latinoamericano realizado por Claudio Katz en su colaboración titulada “Coda: desenlaces del ciclo progresista”. Trabajo en el que afirma que el año “2015 concluyó con significativos avances de la derecha en Sudamérica. Macri llegó a la presidencia de Argentina, la oposición obtuvo la mayoría en el parlamento venezolano y persisten las presiones para acosar a Dilma en Brasil. También hay campañas de los conservadores en Ecuador y habrá que ver si Evo obtiene un nuevo mandato en Bolivia”. Claudio Katz se cuestiona ¿En qué momento se encuentra la región? ¿Concluyó el periodo de gobiernos distanciados del neoliberalismo? El llamado ciclo progresista supuso transformaciones que impactaron internacionalmente en referencia a los movimientos sociales sobre todo en América del Sur. Sin embargo, son visibles ahora los límites de esas transformaciones en Sudamérica. Pero, ¿podemos hablar de un período posliberal? El cierre que hace el profesor Katz pretende responder analíticamente esta pregunta.

			La tercera parte de este volumen nos envía a una reflexión en torno a la construcción de una agenda feminista para América Latina. Es el propósito del ensayo de María Galindo (de la organización Mujeres Creando) titulado “La revolución feminista se llama despatriarcalización”, en el que la autora asume una voz colectiva que cuestiona radicalmente “el hecho de que los movimientos se hayan concentrado en la producción de discurso ideológico y hayan abandona la producción de lo que nosotras llamamos ‘política concreta’ que es la lucha cotidiana por producir justicia”. La despatriarcalización como horizonte que inspira y obliga a la revisión del sujeto político del feminismo, ya no como la mujer en general, en tanto que ésta es sustituida por la figura de la fugitiva que es capaz de huir; la desobediente que opta por su propio camino; la conflictiva que es generadora de problemas allí donde está; la exiliada económica que es capaz de salir en busca de subsistencia enfrentando una condición de paria; la abortera y la abortienta que enfrentan el mandato de maternidad todos los días: una serie inagotable de figuras de mujeres señaladas por su rebeldía, un sujeto político indigesto e imposible de disciplinar, ni conciliar. Por su parte Rita Laura Segato nos obsequia “Cinco debates feministas: temas para una reflexión divergente sobre la violencia contra las mujeres”, ensayo con el que pretende enfrentar el reto de colocar la historia en el género para ir más allá de la reflexión sobre el género como tal; por ello, la autora nos propone una suerte de “apuntes fragmentarios de mis esfuerzos en ese sentido, apuntes que he ido recogiendo a lo largo de la última década”, en forma de cinco divergencias entre feministas que fue encontrando desde 2003 en diversos foros de debate en los que la autora participó. 

			Así pues, no queda más que aventurarnos a leer esta serie de ensayos propositivos en los que existe una sincera y honesta voluntad de transmitir ideas y reflexiones, más que verdades canónicas o posiciones extremas irreconciliables. A decir verdad, la obra en su conjunto está concebida para concitar un diálogo y una reflexión desde la diversidad y desde la voluntad de futuro, es decir, la determinación de éste desde la reflexión intensa sobre los problemas del presente que aquejan a nuestro continente. 

			Jorge E. Brenna B.

			Cuernavaca, Morelos, verano del 2016

			 

			Prólogo

			La región latinoamericana es una de las que más cambios ha experimentado en las últimas décadas; y no tanto por la profundidad de ellos sino por lo vertiginoso de los ciclos que se cumplen en su seno. Dar una idea de la naturaleza de esos cambios cíclicos en lo social y lo político era justo el propósito de este libro; intención que, sin embargo, experimentó algunos percances temporales y técnicos, imprevisibles, que nos hicieron quedar un tanto desfasados rápidamente del análisis coyuntural que pretendíamos realizar de la mano de las agudas plumas que colaboraron para hacer realidad este texto. Es por eso que en esta breve entrada o prólogo queremos hacer algunas anotaciones que nos permitan introducir, precisamente, el contexto general de la coyuntura en la que este libro estará viendo la luz y contrastar los apuntes que en su momento hicieron los colaboradores acerca de temas específicos y casos nacionales concretos. Entre los años en los que se empezaron a producir estos análisis brotaron nuevas realidades, desaparecieron otras, surgieron nuevos actores políticos (Donald Trump por ejemplo), otros desaparecieron (Fidel Castro, Hugo Chávez). Pero el año que corre es un año muy especial desde diversos puntos de vista: la región experimenta un ciclo electoral intenso en el que algunos gobiernos estarán renovándose; y, por otro lado, la región atraviesa un contexto en el que una nueva intentona hegemónica de los Estados Unidos enfrenta a una región que atraviesa un declive del ciclo “socialista” que experimentó desde el principio del nuevo milenio. Los intentos de Donald Trump por hacer valer a toda costa y con argumentos delirantes e hilarantes una hegemonía en declive de los Estados Unidos en el concierto internacional han visto aparecer indicios claros de la nueva posición hegemónica de Rusia y China en el concierto Global. En efecto, actualmente el bloque regional más importante es el de Asia-Pacífico, seguido por Estados Unidos como tal. Por su parte, la Comunidad Europea experimente en la actualidad una fase de desencuentro consigo misma (Brexit) y con la impredecibilidad e inestabilidad política de su aliado tradicional (los Estados Unidos) en el marco de una crisis estructural sin precedentes. El otro bloque regional, sin reconocimiento formal, es el grupo de las potencias emergentes: los BRICS, en el que juegan un papel central Brasil, Rusia, India, China, al que recientemente se sumó Sudáfrica, llamados también el bloque regional de las potencias emergentes. En América la geopolítica estadounidense ha estado operando en el marco de una serie de movimientos, sin una lógica racional aparente, distanciándose paulatinamente de la región del Medio Oriente (hasta el sorpresivo bombardeo a Siria del 14 de abril). Donald Trump no ha dejado de quitarle el ojo a la supuestamente amenazante región de Asia-Pacífico, el patio trasero de China su actual principal competidor en la hegemonía económica y política mundial.

			América Latina, por su parte, experimenta desde finales del siglo pasado una serie de cambios políticos ambivalentes, pues mientras que en algunas regiones los procesos de consolidación institucional de la democracia avanzan, en otras se dan procesos inciertos aclamados como triunfos populares más que democráticos. Es el caso de la llamada oleada progresista presente en el subcontinente desde el 2000 y que hizo llegar al poder gobiernos populares de izquierda en Caracas, Buenos Aires, Brasilia, La Paz, Quito y Managua. Desde el año 2015 esta oleada se ha venido debilitando más allá de lo que sus promotores quisieran. Y los indicios de tal debilitamiento han sido contundentes: a) en las elecciones de noviembre de ese año el candidato a la presidencia liberal-conservador Mauricio Macri logró llegar al poder en Argentina derrotando la oleada kirchnerista de principios de milenio; b) en agosto del 2016 hubo un proceso de destitución, por delitos de corrupción, contra la presidenta Dilma Rousseff en Brasil, secuela que años más tarde alcanzará al propio Lula Da Silva; c) en Chile el ex presidente y empresario Sebastián Piñera ganó las elecciones desplazando a la socialista Michel Bachelet en el gobierno (la cual se reinstalará en el siguiente ciclo electoral). 

			Estos acontecimientos son indicativos de las transformaciones que se han venido presentando en lo que nos hace presumir el inicio de un nuevo ciclo político (de carácter pendular) que se aleja de las fuerzas de izquierda. En vista de lo anterior, el año 2018 parece ser un año crucial para la región pues sería un año lleno de elecciones importantes. En total tendrían lugar once elecciones en ocho países. En seis casos se trata de elecciones presidenciales (sin incluir la “elección” del sucesor de Raúl Castro como jefe del Estado de Cuba que, para cuando este libro vea la luz, es probable que ya se haya efectuado). 

			En el marco anterior, resulta notorio que, como nunca, los ciclos de crecimiento económicos de los diferentes países latinoamericanos se han visto desfasados entre sí. Pues mientras México enfrenta un momento de incertidumbre política y económica –marcado por una incierta y coactiva negociación del TLCAN del que dependen el 85% de sus exportaciones–, Brasil y Argentina (primera y tercera economías de la región) pugnan por dejar atrás sus desequilibrios y recuperar el brío económico. Los casos de Colombia y Perú contrastan pues a pesar de haber pasado por bajos niveles de crecimiento a finales del siglo pasado, desde hace al menos tres lustros han venido creciendo sin muchos obstáculos ni contratiempos. En este sentido, el jefe de la unidad para América Latina y el Caribe de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), Ángel Melguizo, ha subrayado que la agenda de la región pasa por superar la trampa del ingreso medio. Al respecto señala: “Mientras el resto de Estados miembros lograron dar el salto hace 30 años, Latinoamérica sigue siendo una región de ingreso medio desde hace seis décadas”. Lo que supone que la región se ve obligada a enfrentar algunos retos importantes, como el consolidar los avances socioeconómicos, fortalecer a las clases medias y el abatimiento del trabajo informal, la integración regional, así como el fortalecimiento de las instituciones democráticas en un contexto regional de creciente insatisfacción y desconfianza.

			En el año 2018 se realizarán elecciones en Brasil, México, Colombia y Costa Rica. Los focos de incertidumbre se prenden en Brasil y México afectando los flujos de inversión económica de manera momentánea. Tanto en Brasil como en México preocupa a los inversionistas la posible ofensiva “reversionista” de las reformas económicas que actualmente se vienen implementando y la potencial vuelta atrás de la sostenibilidad de las finanzas públicas. 

			El inicio del ciclo electoral se dio en Costa Rica, con una primera vuelta electoral el 4 de febrero. En la segunda vuelta –a principios de abril– se enfrentaron Carlos Alvarado, el candidato del partido del actual gobierno, y Fabricio Alvarado (líder religioso y conservador). La victoria de éste en la primera vuelta electoral muestra un crecimiento preocupante de fuerzas conservadoras de orientación populista muy orientadas a una interpretación literal de la Biblia que se hacen notar también en otros países de la región al final la tortilla se ha volteado y resultó vencedor el candidato oficial. En Venezuela, las elecciones propuestas para el mes de diciembre han sido adelantadas mañosamente por Nicolás Maduro y las autoridades electorales beneficiándose del desacuerdo en la alianza de oposición, la llamada Mesa de Unidad Democrática (MUD), adelantando las elecciones al próximo mes de mayo. No obstante, el mayor enemigo del régimen chavista de Maduro son las fisuras y enfrentamientos entre su círculo íntimo, además de la presión de la comunidad internacional desconociendo la legitimidad de las elecciones. Paraguay (ausente de los estudios de caso en este libro) tendrá elecciones al enfrentarse dos candidatos de partidos tradicionales: Mario Abdo Benítez, hijo del antiguo secretario privado del dictador Stroessner (que representa la derecha del Partido Colorado), y Efraín Alegre, candidato del Partido Liberal (aliado político del ex presidente de izquierda Fernando Lugo derrocado en el 2012). En Colombia es muy probable que las elecciones terminen con una segunda vuelta en junio. La Corte Constitucional Colombiana declaró que los próximos tres gobiernos estarán ligados al tratado de paz de 2016 con las FARC. Los aspirantes a la presidencia van desde los candidatos críticos del tratado de paz del entorno político del ex presidente Álvaro Uribe hasta Humberto de la Calle, quien negoció dicho tratado de paz. En Brasil el ex presidente Lula Da Silva, del Partido de los Trabajadores (PT), y Jair Bolsonaro van a la cabeza en las encuestas (a pesar de la sentencia de arraigo que le dictó la Corte brasileña por delitos de corrupción). En una segunda vuelta Brasil podría elegir entre un político agotado sin plan alternativo para el futuro e involucrado en casos de corrupción y un populista de derecha –proclive a la élite militar brasileña–. En Argentina habrá elecciones en 2019 y antes de que el electorado argentino pueda decidir sobre una reelección de Mauricio Macri, el panorama político en América Latina podría haber cambiado ya significativamente.

			En suma, el panorama político electoral en Latinoamérica es poco alentador. El 2018 alcanza a América Latina sin haber superado uno de los mayores desafíos políticos que enfrenta desde hace años: la crisis de confianza y credibilidad de sus respectivas poblaciones respecto de la honestidad, transparencia y capacidad de gestión de sus gobernantes y políticos, estén éstos ubicados a la derecha, la izquierda o al centro del espectro ideológico. El más reciente informe Latinobarómetro da cuenta de que en 2017 continuaron las bajas sistemáticas en los niveles de apoyo y la satisfacción popular, así como de la percepción de que los gobiernos sólo gobiernan para unos pocos y lo hacen mal. Y esta crisis no es poca cosa pues se conjunta con la desconfianza estructural que se ha empezado a sentir desde hace décadas por las instituciones económicas y sobre todo las políticas. Nuestros Estados se han mostrado en una creciente debilidad institucional producto, sin duda, de la escasa legitimidad que han logrado acumular y los pocos resultados económicos que han producido y que no han logrado hacerse visibles en la economía de los ciudadanos. Si a ello le agregamos el tema de la corrupción secular de las instituciones y la creciente inseguridad que campea en la mayoría de las sociedades de la región, tenemos un caldo con efectos perversos sobre el tejido social que ya se refleja en forma de incertidumbre en la mayoría de los panoramas preelectorales de la región. Cuesta aceptarlo pero, después de la supuesta oleada “progresista” que tanto cantaron los líderes del “socialismo del siglo XXI”, y después de sus fracasos y complicidades con carteles y corporaciones corruptas y con el pos-neoliberalismo extractivista que despoja de los recursos a las naciones en aras de un supuesto compromiso estatal con el empleo y el bienestar, tenemos el día de hoy un escenario de declive democrático, signado por la merma en la credibilidad popular y en los apoyos internos, síntomas que hacen prever un año incierto, vulnerable, de falta de gobernabilidad no sólo en los países en que habrá cambios en el poder, sino hasta en aquellos donde no habrá elecciones.

			La sociedad civil latinoamericana, ese gran actor ausente, es la que por décadas parece estar pasivamente a la expectativa de los rumbos inciertos y difusos que pretenden mostrarles sus líderes, tanto de derecha como de izquierda, y los diversos posicionamientos al centro no han alcanzado para concitar alianzas y coaliciones sólidas, no solo entre las formaciones políticas –desprestigiadas casi todas– sino entre éstas y la sociedad civil para definir un curso de acción, menos ideologizado y más realista y eficaz, en términos de lograr una verdadera autonomía y movilización de los grupos sociales, las minorías, la ciudadanía como tal, a fin de poder dar un vuelco de ciento ochenta grados a la dependencia económica política e ideológica de las sociedades respecto de los partidos políticos y de toda suerte de líderes rojos y blancos que, junto al asalto al poder, realizan el asalto a las arcas de la riqueza nacional sin resolver jamás el problema de fondo de la desigualdad social que mantiene postrada a la región en el rezago económico, social, político y cultural. Este escenario un tanto pesimista para el corto plazo no invalida el hecho de que América Latina, sus sociedades más que sus caudillos (rémora histórica de la región), han de persistir en sus verdaderos horizontes de bienestar y estabilidad democrática. En este sentido, no está de más tener presente las palabras de uno de nuestros mejores pensadores del latinoamericanismo utópico (me atrevería a etiquetarlo así), Eduardo Galeano: “La utopía está en el horizonte. Camino dos pasos, ella se aleja dos pasos y el horizonte se corre diez pasos más allá. ¿Entonces para qué sirve la utopía? Para eso, sirve para caminar”.

			Jorge E. Brenna B.

			Cuernavaca, Morelos, primavera del 2018
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			Cambio institucional, congresos y procesos de transición y consolidación democrática en América Latina

			Laura Valencia Escamilla

			Introducción

			El fenómeno democrático ha sido un proceso histórico diferenciado cuyas peculiaridades se relacionan con la profundización de los procesos de consolidación democráticos. Las marcadas diferencias han sido señaladas en torno a la durabilidad y estabilidad de las democracias (Huntington 1996; Colomer 2001); a la fase histórica en la que ocurrió el proceso democrático (Linz 1988), y al grado de consolidación institucional y resistencia al cambio (Morlino 1986; Dahl 2006), entre las aportaciones más importantes. Todos estos procesos intentan explicar las causas que llevaron a muchos países a consolidar sus democracias.

			Sin embargo, las transformaciones económicas, políticas y sociales del último cuarto del siglo XX y principalmente en los albores de este siglo XXI, han puesto a debate la capacidad de las recientes democracias para enfrentar los retos del nuevo milenio.

			Hoy, las tareas pendientes se han orientado hacia la consolidación y profundización de las incipientes democracias. Se ha hecho evidente que por la debilidad institucional de muchas de estas democracias, no ha sido posible avanzar en la modernización de las economías y las sociedades de estos países, pero ¿cuáles son las causas de dicha “debilidad”?

			Morlino (1986) identifica dos etapas posteriores a la transición: instauración y consolidación. La consolidación se identifica con la fase de reforzamiento del sistema democrático al aumentar la estabilidad y persistencia que contrarresta los posteriores momentos de crisis. Por su parte, la instauración es el período de creación o diseño de nuevas instituciones y procedimientos democráticos.

			En esta etapa –de instauración– Cansino (2004) señala dos componentes adicionales del proceso: la destitución del antiguo régimen y el diseño constitucional. En el diseño, se busca derogar aquellas normas jurídicas existentes en el régimen autoritario con la creación de nuevas constituciones o la transformación de reformas profundas de la constitución existente, lo que incrementa el potencial de persistencia del nuevo régimen democrático y lo conduce a su consolidación. La carencia de alguno de los dos elementos sugiere la proclividad hacia la debilidad institucional, dado que los nuevos regímenes enfrentan problemas de consolidación y por tanto, el afianzamiento democrático es más susceptible frente a las crisis que pueden devenir en descrédito de los nuevos sistemas. 

			Parte del problema se encuentra en la estructura y funcionamiento de los mismos, en tanto que los regímenes democráticos experimentan constantes transformaciones a fin de consolidar la legitimidad y eficacia democráticas. En la actualidad, los países más susceptibles a los problemas de consolidación son aquellas democracias en desarrollo y bajo afianzamiento institucional, tal es el caso de la región latinoamericana, que a pesar de las libertades y la realización de procesos democráticos competitivos, aún enfrentan problemas no sólo de desarrollo, sino de confianza y transparencia de las instituciones (principalmente las representativas), la supervivencia de prácticas patrimonialistas y clientelistas, así como la identificación personalista de la sociedad con los líderes presidencialistas (Nohlen 2011). Es en este contexto en el que parte importante del afianzamiento democrático lo representan los congresos en la medida en la que los poderes legislativos cumplen una doble función: por una parte son sujetos de su propia institucionalización como el proceso mediante el cual un congreso poco profesional, inestable y disfuncional llega a convertirse en una institución autónoma, política y técnicamente con estabilidad e influencia política. Por otra parte, fungen como constructores de las reformas constitucionales con las que se busca no sólo legitimar el actual sistema, sino establecer pactos que dan estabilidad, efectividad y eficacia a los gobiernos democráticos.

			Bajo este doble esquema, este texto intenta explicar el papel de los congresos en América Latina en los procesos de transición y consolidación democráticos, sobre la base de dos cuestionamientos, si los poderes legislativos son la base de las transformaciones democráticas, ¿cuál es el papel de los congresos en el proceso de transformación política?, y ¿cómo contribuyen al fortalecimiento de las instituciones democráticas?

			En este sentido, podemos afirmar que los congresos latinoamericanos se enfrentan a cambios que prevén reformas institucionales que a la vez impulsan y consolidan el cambio y la estabilidad institucional, al tiempo que intentan satisfacer las nuevas demandas de la sociedad, para procesarlas a favor del cambio.

			Instituciones y cambio institucional

			Las instituciones son normas que configuran el comportamiento de organizaciones e individuos dentro de una sociedad (Burki y Perry 1998). La función que cumplen los cambios institucionales es acelerar el desarrollo económico y social de un país. Se trata de prever reformas institucionales que satisfagan las nuevas demandas de la sociedad. La naturaleza de los cambios que se emprenden depende de la manera en la que el sistema político procesa o no las demandas por el cambio. Las organizaciones políticas, por ejemplo los partidos políticos, desempeñan una función importante como intermediarios entre los agentes promotores y las instituciones formales y organizaciones de gobierno. 

			Las instituciones formales del gobierno afectan las posibilidades de que se pueda realizar un cambio institucional. Por ejemplo, las constituciones y otras normas formales pueden determinar la naturaleza de los controles y equilibrios que existen entre las distintas partes del gobierno, como en la estructura del sistema político en términos del número de partidos y determinar los agentes políticos que controlan el destino del cambio institucional. Los incentivos de los agentes políticos se ven influenciados por las normas que regulan la competencia electoral, y sus capacidades son determinadas conjuntamente por su éxito electoral y los poderes estipulados por la constitución para los diversos cargos gubernamentales en juego en las elecciones (Cox y McCubbins 1993).

			¿Qué produce la necesidad de un cambio? Actualmente, la globalización de las economías y los procesos de democratización en diversas regiones del mundo están contribuyendo a aumentar la demanda de reformas institucionales, sobre todo en aquellos países cuyo atraso en su desarrollo institucional respecto a otros países con los que debe competir obliga al cambio. Otros elementos que pueden ser detonantes de dicho cambio han sido las innovaciones tecnológicas, los impactos económicos externos, los desastres naturales o causados por el hombre y las experiencias extranjeras, el aprendizaje social o la acumulación de conocimiento, etcétera. 

			Desde nuestro punto de vista, las instituciones políticas emanadas de los congresos tienen un peso en tres sentidos: 1) como normas para la competencia de las instituciones, ya que permiten el intercambio entre fuerzas políticas, legisladores y votantes, generando de esta forma un “mercado político eficiente” en el cual los últimos pueden evaluar correctamente las políticas emprendidas por los diferentes candidatos; 2) como códigos de penalización de las infracciones, las instituciones sustituyen la coerción efectiva por una amenaza predecible; y 3) las normas influyen sobre los resultados porque las formas de negociación colectiva tienen efectos en términos de eficacia y distribución (North 1990).

			Transición y cambio institucional en la rama legislativa del gobierno 

			Dentro de la literatura sobre transiciones encontramos una diversidad de procesos a veces lineales1 y en ocasiones más complejos2 en los que se destacan diversas etapas en las que los procesos de consolidación van de la mano de la institucionalización,3 son posteriores a ella o abren el proceso de consolidación.4 Con independencia del tiempo y el lugar en el que se coloque la institucionalización, la mayoría de los autores destaca este tema como un elemento significativo sin el cual no sería posible la consolidación, es decir, la relación de ambos es causal. Para Dahl (2006) las instituciones son el resultado de un proceso generado por diversas etapas que inician con previos arreglos institucionales de carácter provisional. Posteriormente se establecen las prácticas institucionales como la celebración recurrente de elecciones que convierte a la práctica en algo habitual, para finalmente establecer instituciones que junto con la consolidación se convierten en actos y acciones duraderas que pasan de generación en generación.5

			Es así como entendemos el proceso de institucionalización democrática como un proceso ligado a la instauración-consolidación, encargada de formar estructuras internas y relaciones externas cuyas cualidades se vinculan a la autonomía, la cohesión, la perdurabilidad y la complejidad de las instituciones democráticas. A medida que éstas emergen y funcionan, su propia forma de operar constituirá el criterio para probar el compromiso de la consolidación entre los actores.

			Dentro de la convergencia institucionalización-consolidación, se encuentran las instituciones representativas, en particular las legislaturas, cuyo papel varía dependiendo del lugar que ocupe en la consolidación. Algunos enfoques sugieren que las asambleas legislativas, junto con asociaciones de interés, son el “foro central” en la reconstrucción de legitimidad para el nuevo régimen y por tanto, son cruciales para la consolidación democrática (Fernández y López Nieto 1993; Schmitter 1988; Przeworsky 1995; Liebert 1992). Otros consideran al parlamento como un posible y relativamente raro camino que conduce a la consolidación democrática, que en una situación normal es alcanzada principalmente por la vía de los partidos o de los líderes carismáticos, bajo la condición de que el parlamento sea capaz de ganar espacios en la toma de decisiones con relación a problemas de políticas urgentes, neutralizar la fuerza militar y reformar el orden jurídico heredado (Santa María 1994). Finalmente hay quienes sostienen que el parlamento es casi superfluo en el establecimiento del consenso original acerca de las reglas del nuevo juego entre los actores políticos principales, y solamente es relevante para el “subsiguiente estadio de institucionalización y reproducción del consenso democrático”.

			Generalmente, el gobierno, un líder carismático, las fuerzas militares o el liderazgo del partido son actores que actúan como los principales representantes en el establecimiento de un régimen democrático sin hacer mucha referencia al cuerpo legislativo. Son ellos quienes en principio establecen las reglas del nuevo juego sin ningún tipo de vigilancia o control por parte de los órganos elegidos. Sin embargo, en la medida en que el proceso se desplaza hacia la construcción y consolidación, las reglas y procedimientos tienden a caer en las instituciones representativas y en la élite parlamentaria que contribuyen, de alguna forma, a la integración de las fuerzas políticas y sociales del país (tanto las emergentes como las antisistema), es decir, la integración se enmarca en el consenso entre los actores; en la estabilización a través de la regulación pacífica del conflicto entre los principales actores políticos; y la construcción del apoyo popular a través de la participación en elecciones, en expresiones de confianza o desconfianza popular, o sea reforzando las funciones del congreso (Liebert 1992).6 

			Ciertamente hablar del parlamento como el “centro” de la consolidación democrática no nos asegura un análisis serio de la situación, significaría la exclusión de diversas instituciones que contribuyen a la misma. Sin embargo, debemos tomar en cuenta la demanda que en los últimos tiempos los congresos han tenido como ente legitimador de las acciones gubernamentales. Incluso hay quienes aseguran como Patterson y Copeland (1994) que “estamos viviendo en la era del parlamentarismo”.

			Todo ello obedece, sin duda a una gran cantidad de legislaturas que a la vez surgen y se consolidan, o están siendo partícipes de su propia “institucionalización” en el sentido de que los congresos actualmente cumplen un doble papel: como agentes y sujetos de la construcción institucional.
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			El congreso en la construcción institucional

			Las transformaciones institucionales juegan un doble papel, por un lado, implican la posibilidad de un cambio limitado o ampliado que genera incertidumbre, y por el otro, es un proceso de adaptación que engancha y estabiliza la consolidación (Morlino 1986). En este escenario, los congresos al fungir como agentes del cambio representan el primer acercamiento hacia la consolidación (ver Figura 1). Se trata de un proceso identificado con tres variantes en su papel de agente: la del sistema electoral que establece las reglas del juego, al mismo tiempo que legitima al sistema mediante la certeza de la participación regular de los partidos y electores en las elecciones, así como la inclusión ciudadana en las decisiones públicas; la del sistema de partidos como la repercusión de las reformas electorales al adecuar sus reglas internas de selección de la élite política y el establecimiento de vínculos de cohesión ciudadana. Al final, las legislaturas fungen como constructores de las reformas constitucionales en las que se busca no solo legitimar al actual sistema, sino que se establecen pactos a largo plazo que den estabilidad, efectividad y eficacia a los gobiernos democráticos (Di Palma 1990).

			Para Negretto (2009) los cambios institucionales, y en particular los constitucionales, se dan en tres niveles: en el régimen político, en las preferencias de la distribución del poder y en la ampliación de derechos y garantías. Las constituciones de transición suelen incluir este tipo de cambios y generalmente se producen nuevas constituciones o se adaptan las ya existentes a los cambios en las preferencias de la distribución de poder. En este último aspecto, el autor enfatiza que la introducción de nuevas reglas electorales suele cambiar las reglas de decisión, tal es el caso de reglas que garantizan mayorías, los sistemas proporcionales, o los sistemas de distribución del poder que incrementan o disminuyen el control del poder de los sistemas presidenciales, por ejemplo, control del congreso sobre el gabinete ministerial, o reforzamiento de los poderes legislativos del presidente. 

			La región latinoamericana ha experimentado la caída paulatina de regímenes autoritarios por otros de tipo democráticos, en este tránsito, se ha intentado modernizar y consolidar a los nuevos Estados democráticos, sin embargo, lo que se observa es una debilidad en sus diseños institucionales, derivados de las transformaciones de sus propios regímenes. Estas debilidades se intentaron fortalecer en América Latina con reformas constitucionales. Dos tendencias son las que marcan esta dinámica de cambios constitucionales de 1978 a 2011. El primero está constituido por países que generaron una nueva constitución (Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Paraguay, Perú, República Dominicana y Venezuela). Esta tendencia ha ido acompañada de diversos procesos que han dado paso a la sustitución de regímenes autoritario a regímenes democráticos; cuando el régimen autoritario saliente había reemplazado la constitución democrática anterior, el país carecía de experiencia democrática previa, o bien la última constitución democrática había caído en desprestigio (Negretto 2009). La segunda tendencia es de países que optaron por reformas constitucionales profundas que modificaron sus sistemas políticos, electorales, judiciales y de rendición de cuentas (tal es el caso de Costa Rica, México, Panamá y Uruguay).
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			La tendencia de estas transformaciones incluidas en las nuevas o reformadas constituciones, incluyen cambios a nivel del sistema político y cambios electorales que modificarían las preferencias o distribución de poder entre los principales actores políticos (Negretto 2009). Los cambios incorporados supusieron la introducción de rasgos parlamentarios a los sistemas presidenciales como la censura y destitución de algunos ministros del gabinete por parte del congreso, facultar al presidente para disolver al congreso y la creación del cargo de jefe de gabinete, parcialmente responsable ante el poder legislativo (Argentina, Guatemala, Perú y Uruguay). Otra tendencia fue la restricción del poder presidencial para emitir decretos y fortalecer las capacidades del poder legislativo mediante la modernización de sus sistemas de información y personal especializado, así como el reforzamiento de las comisiones legislativas (Chile, Colombia, Costa Rica) (Payne et al. 2003, 288) Por último, en algunas constituciones la figura presidencial se mantiene relativamente poderosa en la medida en la que los ejecutivos detentan facultades extraordinarias que les pueda otorgar la constitución,7 tal es el caso del poder de veto, el poder de decreto sin restricción que sólo poseen Argentina, Brasil y Colombia, el de política reservada que sólo detenta el presidente de Uruguay, el poder de iniciativa presupuestaria extraordinaria que tienen la mayoría de los mandatarios, pero sólo en algunos casos, se restringe la participación del congreso en la modificación del mismo, por ejemplo, Brasil, Chile, Colombia y Perú y el poder de referéndum que no requiere del consentimiento del congreso para convocarlo (Ecuador y en algún momento Guatemala), lo que supone el consentimiento popular antes que el de sus contrapartes políticas (Shugart 2000, 167-163). 

			Derivado de estas facultades, los regímenes presidenciales se pueden clasificar por sus facultades constitucionales en hegemónicos como Brasil, Ecuador, Honduras, México, República Dominicana y Venezuela; los de matices parlamentarios como Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Nicaragua, Panamá y Paraguay; y los presidencialismos parlamentarizados como Argentina, Guatemala, Perú y Uruguay (Reniu y Albala 2011). 

			Otro tipo de tendencias que transformaron las nuevas constituciones fue el otorgamiento o restricción de apoyos partidistas como la desconcentración y descentralización de los sistemas unitarios y algunos federales, la fragmentación de los sistemas de partidos a través de la instauración de sistemas de representación proporcional y sistemas de cooperación de los sistemas de partidos a raíz a los nuevos sistemas electorales propuestos. La tendencia en las elecciones presidenciales supuso el distanciamiento del sistema de mayorías simple por el de mayoría absoluta con dos vueltas; la concurrencia de las elecciones presidenciales y legislativas a favor del mantenimiento de una mayoría por parte del ejecutivo, límites a la reelección presidencial, la existencia de una segunda cámara en aquellos países no federados, mejoró la representación regional combinada con la proporcionalidad de ambas cámaras con el fin de reducir los sistemas de mayorías unipartidarias por sistemas fragmentados obligados a crear gobiernos de coalición (Payne et al. 2003).

			Finalmente, los efectos de estos cambios supusieron la integración de congresos y gobiernos destinados a generar sistemas de cooperación que favorezcan el cambio institucional. Actualmente, los sistemas multipartidistas funcionan en la medida en la que su grado de fragmentación da como resultado tres escenarios potenciales: gobiernos unipartidarios con una mayoría parlamentaria contraria al partido del gobierno o gobiernos con fuerzas políticas desiguales en tamaño, a favor de una de ellas, en este modelo se incrementa el riesgo de bloqueo y conflicto para el primer caso; u ofrece canales de cooperación si la mayoría corresponde al gobierno  en turno. Gobiernos minoritarios donde ningún partido ostenta la mayoría, en este caso particular la negociación de acuerdos parlamentarios es puntual y provisional y supeditada a la proximidad de los partidos en las políticas concretas. Y gobiernos de coalición con fuerzas políticas similares en tamaño donde la negociación y el acuerdo es estable, cuya duración depende de la celebración de las siguientes elecciones (Reniu 2008, 21-23).

			El escenario para la negociación dentro del congreso varía de acuerdo a la formación de mayorías, de ahí que Reniu y Albala (2011, 5) afirmen que “la necesidad de crear mayorías parlamentarias sitúa al parlamento en el centro de la actividad política”. Cuando el parlamento es de mayoría a favor del gobierno, ésta ofrece canales en la articulación pública de intereses respecto a las fuerzas excluidas del gobierno y al mismo tiempo dan lugar a la formación de un gobierno fuerte y estable, aunque su plataforma de expresión generalmente está subordinada a un gobierno. Cuando la mayoría pertenece a la oposición o se trata de un gobierno dividido, el riesgo de bloqueo y conflicto aumenta en la medida en la que las fuerzas opositoras inhiben la dinámica de colaboración o el sistema carece de incentivos de cooperación.

			Cuando ningún partido ostenta la mayoría se conforma un gobierno minoritario que carece de condiciones para pactar acuerdos más allá de las circunstancias que favorezcan a alguna de las fuerzas minoritarias, además de carecer de una sólida disciplina de partido. El resultado es un gobierno débil donde el parlamento es un foro para la mediación central y toma de decisiones entre las fuerzas políticas (Italia) o las fuerzas sociales más importantes del país (Alemania) (Liebert 1992).

			En la medida en la que el consenso aflora se ofrecen oportunidades a todas las fuerzas políticas y sociales importantes, con representación parlamentaria, que generalmente forman coaliciones mayoritarias.

			Estos elementos varían en cuanto al grado de “poder” que se le otorga a los congresos, porque para el caso de un parlamento de mayoría, con disciplina de partido y control de sus miembros, esta situación genera en una primera etapa, un protagonismo que coincide con la transición (España 1977-1982); una segunda etapa que a la vez consolida el sistema político, debilita al parlamento en dos sentidos: 1) cuando al producirse la alternancia se imponen victorias mayoritarias sucesivas del gobierno en turno, incrementa el poder partidista del presidente, sometiendo al legislativo a las decisiones gubernamentales; y 2) cuando existe mayor protagonismo de la oposición, el poder legislativo si no cuenta con sistemas de cooperación, genera inestabilidad, dada la naturaleza de los gobiernos minoritarios.

			Sin embargo, la inestabilidad en sistemas presidenciales bien es solventada además de los rasgos parlamentarios introducidos en las constituciones de algunas democracias latinoamericanas, por sistemas de cooperación o consenso. Se tienen gobiernos donde el compromiso está basado en mecanismos para la mediación legislativa y en poderes de codecisión entre los diversos actores de presión. En este caso, el parlamento juega un papel importante como agente de agregación e integración de intereses, los cuales en la mayoría de las ocasiones utilizan a los comités parlamentarios como instrumentos formales o informales de las batallas entre los principales grupos de interés (Liebert 1992).

			Cambio institucional en la estructura interna de los congresos

			Si bien es cierto que los congresos son agentes del cambio, esto no sería posible dado que al tiempo que la democracia emerge y con ella las estructuras representativas, muchas veces pueden resultar insuficientemente institucionalizados debido a la dependencia gubernamental (o falta de autonomía); a la carencia de reglas y procesos legislativos claros (formalidad); a la ausencia de procesos establecidos para la toma de decisiones (uniformidad) y a la falta de una estructura técnica y organizativa que fortalezca la labor legislativa (complejidad). De ahí que la institucionalización de las legislaturas incluya estos cuatro aspectos (Patterson y Copeland 1994, 20)

			La autonomía parlamentaria apela a la independencia que la asamblea representativa tiene para organizarse así misma sin la intervención o el dominio del aparato gubernamental, del partido político, de la burocracia, la iglesia, de la fuerza militar o de la presión de los grupos de interés internos y externos.

			La formalidad se refiere a los procesos y reglas que indican claramente la normatividad por la que se rigen cada uno de los miembros en el parlamento, así como el papel que éstos cumplen dentro del proceso y el procedimiento parlamentario.

			La uniformidad representa al tipo de organización política expresada en la forma como se lleva a cabo el procedimiento legislativo en relación a la combinación de intereses a través de coaliciones y disciplina parlamentaria.

			Finalmente, la complejidad trata de la amplia estructura organizativa de la institución que cuenta con fracciones parlamentarias bien organizadas, minorías fuertes, amplios sistemas de información y apoyo técnico, así como organización del trabajo en comités ampliamente estructurados.8

			La falta o disfuncionalidad de alguno de éstos elementos impide la consolidación de la institucionalización de un parlamento, sobre todo en el momento del cambio, pues algunas asambleas por su endeble institucionalidad no han sobrevivido a los colapsos en los sistemas políticos, tal es el caso de la disolución del congreso en Perú por Alberto Fujimori o el Reichstag alemán durante la República de Weimar, el parlamento de la Tercera República francesa o el congreso argentino disuelto por el régimen peronista. Estos son algunos ejemplos de congresos que además de que adolecían de una organización y un robustecimiento institucional, carecían del apoyo popular. En este sentido, podemos decir que la institucionalización legislativa debe incluir, además de los cuatro elementos antes citados, del reconocimiento popular.9

			Para Alcántara et al. (2005), la debilidad institucional de los cuerpos legislativos, sobre todo en la región latinoamericana, obedece por un lado a un paradigma restrictivo concentrado en la producción legislativa de los congresos, mientras que las políticas y las decisiones políticas se dan fuera de los recintos parlamentarios, además de la influencia externa de los organismos internacionales y de la descentralización a través del aumento e importancia de la política local, son elementos que en cierta manera restringen la actuación legislativa.

			Sin embargo, y adicionalmente a estos elementos, se puede considerar que el déficit institucional también es producto del quebranto democrático de algunos países que tienen problemas de consolidación en la medida en la que los congresos funcionaron como: herramientas ratificadoras a manos de los regímenes autoritarios; su baja capacidad política frente al ejecutivo se originó por las reformas que otorgaron poderes legislativos a este último por encima de los congresos; la ausencia o inadecuada utilización de mecanismos institucionales de interacción con la sociedad civil, así como el manejo de los congresos bajo criterios patrimonialistas, generaron entre la población percepciones de desconfianza y baja estima en relación con otras instituciones públicas (Alcántara et al. 2005), (ver nota 9).

			No obstante que los ejecutivos en la región suelen dominar el proceso de toma de decisiones, las estrategias políticas de los mismos dependen del apoyo que puedan tener del parlamento, de ahí la necesidad de umbrales de certeza a través de coaliciones estables y disciplinadas, reglas claras, incentivos institucionales de cooperación e información compartida que reduzca los costos el momento de la negociación. Para llevar a cabo tales acciones, los legislativos han fortalecido sus tradicionales funciones de legislación, control, supervisión y representación, al mismo tiempo que han ampliado las ya existentes con otras de mayor influencia entre la población (educación, socialización), en las decisiones de gobierno (de supervisión y control de la política pública) al tiempo que transparentan sus acciones otorgando, generando y adquiriendo mayores sistemas de información.

			La función representativa

			La representación es un acto de confianza en el que una persona transfiere o autoriza a otra persona para actuar o decidir en su representación. Es el vínculo que existe entre los votantes y los integrantes del cuerpo legislativo. Esta función engloba la formación de leyes en dos sentidos: por un lado se tiene el campo social en que se generan las demandas (proceso legislativo) y es resuelto por las decisiones jurídicas tomadas en el congreso; y por el otro se manifiesta en el campo formal orgánico en el que concurre la secuencia legislativa a través del procedimiento legislativo (Moreno 1985).

			Respecto al primero (proceso legislativo), una de las tareas atribuidas al papel de la asamblea es la detección de los cambios en el proceso político, y su capacidad de recibir las nuevas demandas. Aquí la responsabilidad de los legisladores va más allá de reiterar las demandas de sus representados, ya que el representante debe considerar que dichas demandas están expresadas en forma adecuada para ser admitidas y reconocidas por los demás sectores de la población como un factor de bienestar para la sociedad (Berlín 1993).

			No cabe duda que la representación como vínculo es lo que define al término, sin embargo, institucionalmente, la representación política de los países latinoamericanos ha sido sinónimo de la manifestación de la sociedad para legitimar los procesos de acceso al poder a través de los diseños institucionales que identifican la representación en dos sentidos: sobre qué y quiénes se representan y la efectividad de la representación. 

			Respecto al primer elemento, el territorio ocupa una parte importante de la representación, no obstante que pocos son los países con sistemas federales (Argentina, Brasil, México y Venezuela) los nuevos diseños de representación territorial optaron por sistemas bicamerales −nueve de los 18 países de la región latinoamericana− y sufrieron algún grado de descentralización o desconcentración del poder político y administrativo, lo que trajo como consecuencia la conformación de sistemas bicamerales que dieron paso además de las representación de divisiones territoriales como en Brasil, Argentina o México, la representación nacional (Uruguay) o la representación de minorías o grupos previamente excluidos como Colombia. Las segundas cámaras significaron el otorgamiento de prerrogativas similares a las de la cámara baja (México) o el desequilibrio de atribuciones de ésta a favor de las cámaras bajas (Chile), o incluso la desaparición de las mismas debido a la inestabilidad provocada en gobiernos divididos (Perú, Venezuela y Ecuador), (Alcántara et al. 2005).

			Respecto a la efectividad de la representación, se debe mencionar que en su mayoría, los sistemas electorales de los países latinoamericanos sufrieron modificaciones que dieron paso además de la representación de las divisiones territoriales a la compensación de la representación poblacional a través de criterios de distritación que no coinciden con las unidades territoriales y que entre más pequeñas mejor representan a la población (diez de los 18 casos en América Latina presentan sistemas de representación proporcional combinadas con circunscripciones de tamaño mediano) (Payne et al. 2003).

			No obstante que la representación de la región mejoró, el resultado de ésta supuso un grado bastante alto de fragmentación de los sistemas de partidos, de ahí que el número efectivo de partidos de la región varía entre 2.26 en el caso de Honduras y 8.33 de Brasil como los casos extremos, donde siete de los 18 casos representan sistemas multipartidistas, por arriba de cuatro partidos con representación efectiva (Payne et al. 2003:117). Es decir, pese a que los sistemas de representación de la región tienden a la fragmentación, los diseños constitucionales fomentan la durabilidad y la formación de alianzas que conformen mayorías o coaliciones, lo que da por resultado fragmentaciones moderadas que oscilan entre el bipartidismo y el tripartidismo de la mayoría de los sistemas de partidos de la región. 

			Aunado a la representación política, más de la mitad de los países latinoamericanos (10) introdujo medidas de ampliación de los derechos políticos o mecanismos de democracia participativa como candidaturas independientes, iniciativa popular, plebiscito, referéndum, presupuesto participativo, consultas ciudadanas, audiencias públicas y contralorías ciudadanas, entre otras, con el fin de proyectar procedimientos de representación que traspasen las fronteras de la relación representante-representado.

			La función de socialización y educación política

			La función de educación y socialización políticas, se refiere a los medios por los cuales un sistema político se perpetúa a través del mantenimiento de su legitimación frente a la población. Dicha legitimación puede darse en dos momentos, por un lado, se tiene aquella legitimidad de origen, cuyo resultado es producto directo de la celebración de elecciones democráticas recurrentes y creíbles; y por el otro, existe una legitimidad de ejercicio vinculada a la toma de decisiones, a su vez sometida al control de la opinión pública, entendida como la “verdad social colectiva” (De Vega 1997).

			Si bien es cierto que la representación parlamentaria idealmente se muestra, según Guizot, como un mecanismo político cuya función es “la expresión de esas verdades sociales, de valores e intereses en que se plasma la opinión pública”, y donde el representante es el vehículo ideal de la expresión de la voluntad del pueblo. Sin embargo, hablar de una opinión pública y unánime bajo el ideal de Habermas, resulta una utopía aún más complicada para la representación parlamentaria. En la práctica, la discusión y deliberación parlamentaria ha sido mermada por una tendencia que considera esta actividad como mera “charlatanería”, al no existir, en primer lugar, una verdad social única, porque en realidad existen tantas opiniones como grupos e intereses que operan contradictoriamente en el seno de la sociedad. 

			Para Duverger (1990) los partidos son funcionales en cuanto a que lejos de fragmentar la opinión pública, la crean y expresan, y la forman más que deformarla, ya que sin partidos, la participación política se traduciría sólo en tendencias vagas, intuitivas, variadas, dependientes del temperamento de la educación, de las costumbres, de la situación social, etcétera. Porque para el autor, existe una “opinión elaborada” y una “opinión bruta”, donde la primera es el resultado de la agregación de la segunda como consecuencia de la propaganda partidista y del tipo de sistema de partidos y de régimen electoral. 

			De ahí que la opinión pública, en teoría, es extraída del conjunto de opiniones privadas, donde a los partidos corresponde, por un lado, formarla y, por el otro, guiarla, canalizarla (De Cabo de la Vega 1994). Es decir, el escrutinio mayoritario acentúa la localización geográfica de las opiniones, incluso podría decirse que una opinión nacional (repartida de hecho en la totalidad del país) se convierte en una opinión regional, pues ésta no es representada más que en las porciones de territorio donde es la más poderosa.10

			Por su parte, la representación proporcional actúa en sentido opuesto: opiniones locales fuertemente arraigadas tienden a extenderse al plano nacional, por la posibilidad de ser representadas incluso en las regiones en que son minoritarias. De ahí la afirmación de que la representación proporcional acentúa la tendencia centralizadora y “uniformadora”. Pese a la orientación dirigida por la opinión, la orientación política de los ciudadanos, sin embargo, casi siempre es contraria o dista de la política proyectada por el legislativo, independientemente de que sus miembros hayan sido electos por razones esencialmente locales o por sus posiciones respecto a los grandes intereses nacionales. 

			Pese a las desventajas que enfrentan las legislaturas, a juicio de los críticos, es el incremento de la presencia del ejecutivo en detrimento del legislativo en los medios de expresión y comunicación modernos, sobre todo audio visuales, quienes le permiten al ejecutivo entrar directamente en contacto con los ciudadanos, sustituyendo de este modo el diálogo con el parlamento, pues en realidad la comunicación se dirige en primer término a los dirigentes de asociaciones, sindicatos y grupos de interés de toda índole. El diálogo así entendido hace que se sustituya a la deliberación parlamentaria por la consulta directa a los ciudadanos.

			Frente a tales riesgos, se han puesto en marcha diversos procesos de rendición de cuentas desde una base social que consiste en mecanismos no electorales de control de autoridades llevados a cabo por ciudadanos a través del acceso a la información y políticas de transparencia (Peruzzotti y Smulovitz 2002). En un congreso, este tipo de mecanismos identifican a las legislaturas en términos de su funcionamiento y profesionalización y en términos de apertura democrática.

			De acuerdo con Díaz (2000) existen cuatro tipos de congresos: 1) de aprobación automática. Se trata de parlamentos en gobiernos no democráticos, ya que su papel se reduce a legitimar y aprobar las disposiciones del ejecutivo. Debido a ello, generalmente no cuentan con centros de información y asesoría. 2) Legislaturas emergentes. Cuentan con incipientes sistemas de información y asesoría. Podrían situarse en procesos de transición hacia un régimen democrático. 3) Legislaturas informadas. Sus sistemas de información y asesoría se integran por un grupo pequeño integrado en comisiones y en la biblioteca, proporcionando a los legisladores reportes y materiales para que tengan elementos básicos para el debate, proporcionan fuentes de información limitadas. 4) Legislaturas transformadoras. Son propias de parlamentos consolidados, por lo que cuentan con la capacidad para modificar las propuestas que presenta el ejecutivo o incluso para desarrollar sus propias propuestas. El personal que se emplea en los sistemas de información y asesoría es permanente y profesional.

			La función legislativa

			La función consiste en emitir normas generales sobre la reglamentación de las actividades del Estado. En la actualidad, esta tarea es compartida no sólo por el ejecutivo, además de los ciudadanos, por las cortes supremas, tribunales, fiscalías y órganos locales, entre otros. 

			El cambio en el esquema tradicional de la clásica función legislativa del parlamento, se da a partir del aumento de poder del ejecutivo al que se subordina la asamblea. El efecto es causa principal de los gobiernos de mayoría en el parlamento, quienes se convierten, por consiguiente, en órganos que no generan sus propias decisiones sino que éstas se producen en el órgano de decisión de ese gobierno. El incremento de la actividad estatal y de la dinámica propia de la realidad contemporánea, al mismo tiempo, la tecnificación de los asuntos públicos, y una mayor incidencia de las demandas populares, exigen al gobierno respuestas rápidas. Tales hechos requieren de una permanente actividad legislativa, para la cual las asambleas tienen dificultades respecto a la agilidad de legislar y conocer de modo global la creciente actividad estatal, por lo que su participación se reduce consecuentemente a la aceptación, algunas veces incondicional, de leyes y reglamentos propuestos por las distintas instancias involucradas en la iniciación de leyes. 

			En la actualidad, las cuestiones de políticas públicas se resuelven mediante un proceso de negociación entre los diversos centros de influencia: con las comisiones parlamentarias, con el líder del congreso, con el jefe del ejecutivo, con las oficinas gubernamentales, con los grupos privados, etcétera. Se trata de un proceso que da cabida a diferentes opiniones que promueven, por su propia naturaleza, la demora y el estancamiento hasta llegar a la inestabilidad, producto del choque entre los distintos grupos de influencia. El problema se deriva de su naturaleza colegiada y deliberativa así como representativa. Este fenómeno se acentúa aún más cuando se trata de legislaturas abiertas que favorecen las posturas individuales de los electores o grupos de presión. Sin embargo, la dificultad disminuye en legislaturas con sistemas cerrados, es decir, con disciplina partidista, mayoría favorable al ejecutivo, etcétera; en sistemas así, es más fácil lograr acuerdos y decidir medidas, claro que en este caso es el ejecutivo quien legisla y el parlamento únicamente sanciona, lo que no indica un equilibrio real de poderes.

			No hay que olvidar que algunos gobiernos han optado por otorgar facultades extraordinarias al ejecutivo en la medida en la que requieren agilizar las decisiones. Existen dos tipos de facultades: 1) reactivas que defienden el status quo actual como el poder de veto presidencial como la capacidad de los presidentes para objetar una ley en su totalidad o en sus partes; y 2) proactivas que tiene la finalidad de establecer un nuevo status quo, tal es el caso del poder de decreto (Brasil); facultades exclusivas (presupuesto, política militar, cargos burocráticos, política fiscal, arancelaria o crediticia) y referéndums que algunos presidentes pueden convocar sin el consentimiento del Congreso (como Ecuador y Guatemala).11

			Otra de las dificultades legislativas para los parlamentos es la falta de preparación técnica de los diputados ante la carencia de una carrera parlamentaria, y ante la falta de apoyo técnico e informativo con el que cuenta el ejecutivo, lo que disminuye el papel del representante de la nación, así como su función de control y fiscalización.12

			En un gobierno de mayoría, la preponderancia del ejecutivo es mayor gracias al respaldo que le otorga su grupo parlamentario, y, por tanto, la agregación de intereses disminuye. Este tipo de casos es favorecido por sistemas de mayoría simple de votos de legisladores presentes en la cámara –11 de los 18 países en América Latina cuenta con este tipo de mayorías–, es decir, la mayoría la constituye “cualquier número de votos que sea superior al resto de las opciones” (Alcántara et al. 2005, 79). En cambio, cuando el gobierno es de coalición, la o las minorías en vez de jugar su tradicional papel de oposición en espera de una futura alternativa de gobierno por la urnas, se adhiere al gobierno con el objeto de satisfacer mejor los intereses de sus respectivas clientelas y por lo tanto, favorece la agregación, evita la confrontación y se mantiene un pacto de coalición. Este tipo de sistemas se robustecen en la medida en la que se exige la mayoría absoluta de los votos de los miembros presentes en el gobierno.

			El resultado de la conformación de mayorías, sean de coalición o no, se refleja en la producción, pero sobre todo en el éxito legislativo de quien promueve las leyes. Varios son los estudios que han demostrado que en la mayoría de los congresos latinoamericanos, los legisladores presentan muchos más proyectos de ley en comparación con el ejecutivo, la diferencia varía entre 50% y 90% superior al ejecutivo, sin embargo, el éxito que pueden tener el alto volumen de iniciativas presentadas por los legisladores latinoamericanos es notoriamente reducido al que tienen los ejecutivos con 80% en promedio de iniciativas aprobadas, es decir, el peso del ejecutivo en el momento de la formación de mayorías es superior a la de los legisladores en lo particular, no obstante la amplitud de diferencias, (Alcántara et al. 2005, 102-115) demuestran que el peso que tienen las iniciativas aprobadas del ejecutivo con respecto a las del legislativo es equidistante en Uruguay, Guatemala, Costa Rica, Bolivia y Argentina. La influencia del legislativo sobre el ejecutivo es superior en Perú y Ecuador con 80% en promedio, mientras que el peso del ejecutivo sobre el legislativo es preponderante en Chile, Honduras, México y Panamá, con promedios del 80% al 60% de influencia gubernamental. Estos datos nos muestran que pese a la mayor actividad de los gobiernos, a la diversidad de actores en la intromisión de la función legislativa y a la baja profesionalización de los mismos congresos, la importancia de las legislaturas en la formulación, supervisión y control de la norma es indiscutible dada la pro actividad adquirida por los parlamentos a raíz de las transiciones y consolidaciones democráticas de la región.

			El control, supervisión y fiscalización

			Para John Stuart Mill “vigilar y controlar” al gobierno era la tarea propia de los legislativos, en comparación con la función de gobernar para la cual él pensaba que las asambleas eran radicalmente ineptas. En la actualidad, la mayoría de los estudiosos de las legislaturas consideran que como el modelo de representación cede tanta autoridad al ejecutivo en materia de formulación de políticas, presuponen que la única tarea posible para un órgano representativo es la supervisión, en el sentido de que con ello se asegura que el ejecutivo va a dar cuenta pública de sus actos, lo que impide el abuso del poder; al mismo tiempo que la supervisión incrementa la eficacia de las políticas al ampliar la base informativa, por medio del debate y de la influencia de la opinión pública, sobre la cual se puede llegar a la decisión de revisar políticas.

			En este sentido, cada régimen guarda su propio concepto de control gubernamental pues este punto ha servido a innumerables discusiones en torno a la estabilidad o inestabilidad que presentan los sistemas políticos de acuerdo con la fortaleza que conservan los poderes legislativos con sus respectivos ejecutivos. 

			Pese a las diferencias suscritas en cada país, la función de vigilancia, control y supervisión implica la posibilidad de controlar al ejecutivo y a su aparato burocrático, con los instrumentos que disponen las legislaturas para dar permanencia o continuidad a la relación ejecutivo-legislativo, a través de la comprobación permanente del cumplimiento de los objetivos del programa de gobierno cuya naturaleza se origina en un acto de decisión política, al otorgar la confianza al titular del gobierno y engendrando responsabilidad frente al parlamento. De ahí que los instrumentos de control pueden ser generalizados en: la aprobación de proyectos de ley elaborados por el gobierno, la convalidación de los decretos-ley, la autorización para convocar referéndum, la autorización para declarar estado de guerra, la facultad para la celebración de convenios internacionales, el control presupuestal, celebrar juicio político, comparecencias, interpelaciones y mociones de censura, crear comisiones de investigación y demandar información al ejecutivo y a su aparato burocrático.

			La aprobación de proyectos de ley es uno de los instrumentos más controvertidos pues para una legislatura activa con la capacidad suficiente de tomar la iniciativa, de deliberar y de decidir acerca de las políticas públicas, tal instrumento resulta un arma de doble filo pues por un lado “los poderes de veto presuponen que un congreso puede iniciar la legislación y/o modificar las propuestas legislativas del Ejecutivo”, y por el otro, se tiene la defensa de parte del ejecutivo en relación a su prerrogativa de vetar de manera total o parcial los proyectos de ley presentados por el parlamento. El control a través del veto y la negociación garantiza de alguna forma la estabilidad del sistema y la prerrogativa del ejecutivo sobre el legislativo.

			La convalidación de los decretos-ley trata de la valoración en relación a la prerrogativa que poseen los ejecutivos ante la lentitud del procedimiento legislativo, es decir, es un instrumento que valora lo adecuado o inadecuado de la disposición legislativa de urgencia al programa de gobierno. Sin embargo, el mecanismo de decretar leyes es un instrumento que disfruta el sistema presidencial para “gobernar legislando” y que en América Latina se ha llegado a abusar de éste.13 De ahí que para algunos países, el “decretismo” se convierte en el instrumento normal de gobierno y la convalidación de los mismos representa la excepción.

			La autorización para convocar referéndum es la prerrogativa que aprueba o niega al gobierno la posibilidad de legitimar una determinada decisión o ejecutar una medida política prevista en el programa gubernamental por parte del cuerpo electoral. Sin embargo, es el presidente quien, a través del referéndum, principalmente en los países que omiten la participación del congreso como Ecuador y Guatemala, evita la obstrucción parlamentaria. Somete a referéndum cualquier propuesta de ley que el parlamento rechaza además de que legitima su programa de gobierno independientemente que éste sea eficaz o no, pues lo importante es que al obtener el apoyo popular las perspectivas de fracaso o éxito no son válidas.

			La autorización para declarar estado de guerra se traduce en la atribución que tienen los parlamentos para comprometer a un país en una guerra, sin embargo, ésta es otra de las atribuciones que comparten conjuntamente con el titular del gobierno, no obstante, más que un poder compartido éste es un poder que después de la Segunda Guerra Mundial ha sido una atribución casi exclusiva de los jefes de gobierno, ello porque las facultades de guerra, la mayoría de las veces sino es que casi siempre, están unidas a la diplomacia y a la seguridad nacional e internacional. Actividades que, en la mayoría de los regímenes presidenciales son atribuciones exclusivas del presidente, quien por norma, es el comandante en jefe de las tropas militares y el conductor de la diplomacia nacional. Además de que la organización de los ejércitos permanentes en tiempos de paz y la institucionalización de los sistemas de seguridad nacional a cargo de los jefes de gobierno, son dos aspectos que hacen manifiesta la independencia del ejecutivo respecto al legislativo en dicho ámbito (Copeland y Patterson 1994).

			La autorización para celebrar convenios internacionales trata de los acuerdos que los ejecutivos suscriben con otros países y que implican cambios que afectan las normas legales como los tratados comerciales o que manifiesten obligaciones financieras como los recursos de endeudamiento externo. Tales recursos le han dado amplio margen de actuación al ejecutivo en el sentido de que con la celebración de acuerdos comerciales en la formación de bloques económicos en todo el mundo, se ha incrementado la labor legislativa por parte del ejecutivo pues a él corresponde el diseño de la política económica nacional e internacional proyectada para el país. 

			Sin embargo y pesar de que la dimensión económica de los tratados internacionales ha sido una prerrogativa de los ejecutivos, en el último cuarto de siglo, la dimensión política de los mismos ha involucrado a los legisladores en tanto que los congresos no son sólo locales o nacionales, los congresos regionales han tenido una apropiación tal en las decisiones de los gobiernos nacionales que han llegado a tener atribuciones y competencias por encima de las soberanías, como el parlamento europeo quien además cumple con una función de legitimidad democrática respecto a las decisiones comunitarias a las que se someten los países de la región. Los países latinoamericanos han llevado a cabo diversos esfuerzos de asociaciones parlamentarias en los que, sin poseer una intervención como la del parlamento europeo, se han enfocado de forma voluntaria a conformar adhesiones como el parlamento latinoamericano, el parlamento andino o el centroamericano, con el fin de manifestar y compartir problemas comunes como la defensa de la democracia, la integración de la región, la autodeterminación de los pueblos, la igualdad jurídica de los estados, el desarrollo económico de la región, libertad y derechos humanos, justicia social e independencia económica, entre otros (Vacchino 1990). El objetivo ha sido construir foros o conformarse en asambleas deliberativas, que más que decidir sobre las problemáticas discutidas han sido espacios para la manifestación de los representantes de las naciones latinoamericanas. 

			El control presupuestal consiste en el examen y comprobación de la cuenta general del Estado por parte de los miembros de la cámara baja, sus efectos radican en la constitución de juicios de valor sobre la acción del jefe de gobierno y su gabinete al aprobar o no la cuenta general. Esta función se encarga de exhibir ante la opinión pública las irregularidades en las que incurren los funcionarios durante el ejercicio de sus responsabilidades y pueden dar lugar a la corrección de conductas de los servidores públicos y, en casos extremos, al juicio político en contra de ellos (Berlín 1993).

			Ante la escasa intervención del legislativo en la elaboración de las políticas públicas de los gobiernos, el control presupuestal se ha convertido en un arma que ha sido considerada como la única, o la más conveniente, para el legislativo en el sentido de ganar espacios en la “batalla por el gasto”. Se trata de un proceso en el que el titular del gobierno y sus funcionarios se ven forzados a negociar con los legisladores y controlar desde su ámbito el proceso presupuestario.14 También es en este sentido que los legisladores en esta ocasión ceden sus prerrogativas a cambio de beneficios políticos. Por ejemplo, aprobar el presupuesto relacionado con la seguridad social resulta benéfico para un legislador o una fracción parlamentaria, porque se trata de una medida popular que responde a presiones políticas y preferencias públicas y ayuda a mantener u obtener el apoyo de ciertos grupos de interés que se pretende representar, o al conjunto de electores que votarán a favor del partido. Situación que significa un control flexible en el que la negociación y el pacto entre ambos poderes es imprescindible para la convivencia política.

			La facultad para celebrar juicio político al jefe del gobierno o a sus colaboradores por traición, o por cualquier otro delito contra la seguridad del Estado, es un control parlamentario que reclama responsabilidad penal a los miembros del poder ejecutivo. Es un instrumento poco usual en los regímenes modernos.15 Pese a lo inusual del juicio político como mecanismo de control, se han utilizado diversos instrumentos de responsabilidad en contra de la actuación del ejecutivo y sus miembros en caso de manifestar conductas de corrupción, represivas, ilegales o que se hayan excedido en sus prerrogativas, por ejemplo, la facultad de destitución de funcionarios individuales por parte del congreso norteamericano es muy usual como la ejercida en contra de los secretarios del gobierno interior y del trabajo del presidente Reagan, o la celebración de audiencias calificadoras de asuntos específicos de las políticas gubernamentales como las celebradas en contra de la guerra de Vietnam durante el gobierno de Johnson o las audiencias del caso Irán-contra durante la administración de Ronald Reagan. O la formación de comisiones especiales que investigan el involucramiento de funcionarios en casos de corrupción e ilegalidad. La efectividad de unas y otras no es comparable, pero sí muestran que la instrumentación respecto al control parlamentario es amplia.

			Las comparecencias, interpelaciones y mociones de censura son instrumentos que prevén los reglamentos constitucionales con el fin de informar, verificar, debatir y orientar las posiciones con respecto al examen de programas, planes e informaciones remitidas por el gobierno. Se trata de la prerrogativa que tienen los legisladores para citar a los jefes de los departamentos administrativos a fin de informar cuando se discute una ley o se estudia un negocio concerniente a sus ramas de actividad. Las resoluciones emitidas sobre la acción administrativa pueden ir desde la modificación de la medida en cuestión o el rechazo de la misma hasta la destitución de funcionarios como en el caso de la celebración de audiencias en el congreso norteamericano. 

			Se ha demostrado también que, en periodos de transición, cuando ésta se inicia y se requiere de mayor estabilidad, las iniciativas de control son menores en los primeros años y aumentan significativamente durante la consolidación. Esto porque los grupos de oposición, una vez reforzados, intentan divulgar su labor parlamentaria y presentarse ante el público como posible alternativa de gobierno. Así el trabajo de la oposición, al incrementarse, disminuye la articulación de intereses porque es en la primera fase cuando la cohesión de las fuerzas políticas es mayor y el partido triunfador es quien realmente protagoniza el monopolio de la actividad parlamentaria. Pero una vez consolidado el poder, la oposición adquiere fortaleza y es en ese momento cuando la conexión del ejecutivo con su grupo parlamentario disminuye en favor de los grupos organizados de interés y de la oposición.16

			Finalmente, las comisiones de investigación son organismos integrados por los legisladores para investigar el funcionamiento de la administración pública en general. Son instrumentos de información que valoran los programas y planes de gobierno. Algunas veces, las comisiones sólo son informadas y no llegan a ninguna resolución respecto a la acción gubernamental. Sin embargo, existen reglamentaciones como en el parlamento español que establece que toda conclusión de las comisiones de investigación será debatida en pleno con el fin de formar un juicio valorativo respecto a la instrumentación gubernamental. O las comisiones investigadoras del congreso norteamericano, que en el caso de posibles destituciones de funcionarios públicos, éstos han llegado a renunciar antes de que aquellas pudieran llegar a emitir un juicio ante el pleno.

			De las atribuciones de control otorgadas al órgano parlamentario se tiene que éstas son más efectivas cuando el poder legislativo mantiene una composición plural y, en cambio, tales atribuciones resultan ineficaces cuando se trata de regímenes cuyos sistemas se rigen bajo la forma de partidos mayoritarios, de ahí que se requiere de la participación activa de los miembros pertenecientes a la oposición. Porque en la función de control, generalmente son los miembros de la oposición quienes se encargan de examinar y criticar lo que el gobierno ha hecho y se propone hacer, al asumirse como un gobierno alternativo. Para Wheare, la existencia de una oposición responsable depende de la oportunidad que ésta tenga para aumentar su fuerza frente a la mayoría dominante, porque de lo contrario, la oposición no es responsable y no funciona como instrumento efectivo de control hacia el ejecutivo. No hay que olvidar que en los países con democracias consolidadas, ningún grupo posee la mayoría absoluta, por lo que son usuales la formación de coaliciones para poder alcanzarla y así formar gobierno, posición que de alguna manera impide al gobierno en turno excederse en sus funciones y sí dar mayor énfasis a la importancia de la oposición en cuanto a que funciona como una pieza más del aparato gubernamental y asegura la existencia de “una política de relevo capaz de permitir, tanto cambios de actitud en la representación nacional, como la salvaguarda de la continuidad gubernamental, sobre todo si se considera que la oposición así entendida, más que ocasionar rupturas, pasa a ser refuerzo de un vínculo solidario” (Soriano de García Pelayo 1991, 157).

			Conclusiones

			Pese a que los congresos han sido relegados por su naturaleza desequilibrada frente a los ejecutivos, a lo largo del documento se puede observar que la importancia de las asambleas legislativas para el proceso de consolidación y afianzamiento de la democracia es evidente en todas las fases. En primer lugar, por la tarea transformadora que cumple las normas emanadas de la legitimidad de los representantes democráticamente electos; en segundo lugar, la integración de los diversos intereses de los distintos actores se reflejan en el nuevo diseño institucional; y, en tercer lugar, por el afianzamiento de las normas a través de la regulación del proceso democrático. Es decir, los parlamentos se convierten en constructores de la legitimidad democrática, de los diseños constitucionales y de la subsecuente consolidación y afianzamiento del régimen (independientemente la funcionalidad del sistema).

			De ahí que los congresos se convierten en agentes y sujetos del proceso de transición. Son agentes en la medida en que establecen las reglas del juego electoral, generan certeza a la participación de los actores políticos, tanto los pro sistema como los anti sistema, establecen sanciones, repercuten en la conformación de la élite política y sus vínculos sociales, además de construir los diseños institucionales y constitucionales a través de pactos de largo plazo que dan estabilidad a los gobiernos.

			Al mismo tiempo, los parlamentos son sujetos de su propia institucionalización en la que se buscan la independencia (autonomía) del poder legislativo respecto a la intervención de entes externos a la soberanía de la representación, como los gobiernos, los militares, la burocracia, la iglesia, los grupos de interés. También los congresos se afianzan al darse reglas (formalidad) que asegure por un lado la equidad entre los representantes, y por el otro, reglas que organicen el proceso legislativo y le otorguen mayor incidencia –a través de las decisiones legislativas– en las decisiones del gobierno, generando mayores equilibrios entre los poderes. La institucionalización del congreso supone el reforzamiento de la organización de los partidos políticos (uniformidad) en su papel de copartícipes de las decisiones gubernamentales, los hace corresponsables, partícipes, disciplinados y coadyuva a fortalecer las instituciones partidistas en detrimento de la personificación de la política en un solo líder. Finalmente, los parlamentos se fortalecen y cumplen con su función social o de representación al poseer amplios sistemas de información y capacidades técnicas (complejidad) que refuerzan a su vez las tareas propias de los congresos.

			En cuanto a la función de los parlamentos, ésta toma sentido y juega un papel fundamental en la medida en la que la función parlamentaria se encuentra dispersa y es compartida con diversas entidades de decisión traducidas en la persona del ejecutivo, en el gabinete, en la burocracia administrativa, en el partido político, en las élites políticas y económicas internas y externas de un país, en los grupos de individuos a nivel nacional o internacional, y en los medios masivos de comunicación, principalmente. 

			Todo lo anterior nos habla de un nuevo significado en la división de poderes. Vista desde el tipo de régimen, “la división de poderes” en un sistema parlamentario, es sumamente tenue, mientras que en un sistema presidencial la tendencia solía aislar y engendrar encono dado el control sobre las acciones del gobierno. Con el quebranto de diversas democracias generado por esta discordancia a lo largo de la historia, los procesos democráticos en la actualidad han tratado de enmendar tales diferencias y, por lo menos en algunos casos de la región latinoamericana, la tendencia ha sido la cooperación sin detrimento del control, al intentar disminuir la personificación de los presidencialismos en el compartimento de responsabilidades con los ministros del gabinete, otorgando plazos perentorios a las controversias entre poderes, mediante los votos de censura, compartiendo facultades legislativas con actores más allá del ejecutivo y el legislativo; entre los principales. Esto es el aislamiento se rompe por una suerte de cooperación entre poderes.

			Estas transformaciones también han surtido efecto en la función representativa, dado que por un lado, los sistemas electorales de los países latinoamericanos tienden a la representación proporcional antes que a las mayorías y genera una alta fragmentación de la representación política a favor de una representación menos territorial y más popular. El resultado, gobiernos divididos que buscan la integración para la gobernabilidad de los países a través de los sistemas de cooperación vía coaliciones que generan pactos y acuerdos de largo plazo que involucran a un mayor número de actores políticos, sociales y gubernamentales. 

			Por otro lado, la representación mejora en la medida en la que, en principio, la ampliación de los derechos políticos por instrumentos de participación social activa en las políticas como la iniciativa popular, la consulta pública o candidaturas ciudadanas, acercan de alguna manera la representación al nivel de omitir en algún momento la participación de los partidos políticos por una línea más directa como son los ciudadanos representando ciudadanos. Por otro lado, el acercamiento no sólo es por la participación directa de la sociedad, sino por la vía de la transparencia y el acceso a la información, que la mayoría los regímenes latinoamericanos han sometido a sus instituciones –no sólo las gubernamentales– sino que acercaron las nuevas tecnologías contribuyendo a promover más fácilmente el escrutinio de la función pública y parlamentaria por parte de los ciudadanos comunes, lo que supone la socialización de dicha información y un mayor afianzamiento de las instituciones democráticas entre la población.

			Por lo que toca a la función legislativa, ésta ha dejado de ser una prerrogativa casi exclusiva de los ejecutivos para ser una asignación compartida con el congreso quien no sólo es partícipe de los diseños normativos, sino también de las políticas públicas. En el documento se obtuvieron datos de la región, en donde se demuestra la mayor productividad legislativa por parte de los legisladores en comparación con la del ejecutivo. No obstante que el éxito sigue siendo del segundo, la participación de los legisladores es tan importante que produce mayor equilibrio entre los poderes, sobre todo en términos de control sobre la legislación a aprobar.

			Finalmente, el control, la supervisión y la fiscalización, han sido actividades que en la actualidad se han reactivado gracias a los nuevos diseños organizacionales de los congresos. Los sistemas de rendición de cuentas horizontales han dado sentido a funciones que en sistemas presidenciales puros parecían superfluas dado el apoyo partidista de los gobiernos latinoamericanos. Los instrumentos con los que disponen los sistemas presidenciales varían de país a país, pero en general se consideraron los más representativos: la aprobación de proyectos de ley en sistemas fragmentados; la convalidación de decretos de ley; la autorización para convocar a referéndum, la celebración de convenios internacionales, el control presupuestal, los juicios políticos, las comparecencias, interpelaciones, mociones de censura, comisiones de investigación y hasta juicios políticos que controlan al ejecutivo y a su aparato burocrático. Es decir, este tipo de instrumentos pertenecen al grupo de instituciones que sancionan los pactos democráticos no cumplimentados por los gobiernos en turno.

			El documento intentó integrar el debate actual sobre la importancia de fortalecer al órgano legislativo como uno de los medios representativos dentro de un sistema democrático, pues de alguna forma es en él donde se refleja la pluralidad de las fuerzas políticas y sociales de los países de la región.
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			Notas

			

			
				
					1) Desde el punto de vista lineal, Schmitter y O’Donnell (1986) manifiestan seis etapas del proceso: la apertura de un periodo de incertidumbre; el replanteamiento de algunos conceptos; la apertura de los regímenes autoritarios; la negociación y renegociación de pactos y acuerdos que posibiliten el gobierno; la resurrección de la sociedad civil; la convocatoria de las elecciones y la legalización de los partidos políticos.

				

				
					2) Desde la complejidad de los procesos Morlino (1986) considera tres grandes etapas, en las cuales pueden ocurrir diversos resultados dependiendo de las características propias de cada régimen, las etapas son: transición, instauración y consolidación.

				

				
					3) No obstante que Di Palma (1990) hace una clara diferencia entre institucionalización y consolidación, menciona que la consolidación democrática es la de las instituciones democráticas en lo que respecta a sus estructuras internas y a sus relaciones exteriores. Por su parte, Cotarelo (1990), menciona que durante la etapa de los consensos, se establecen normas provisionales a fin de determinar las reglas del nuevo juego democrático en el que se establecen compromisos.

				

				
					4) Para Morlino (1986) la institucionalización entendida como proceso de formación de estructuras, comprende la última parte de la instauración, inmediatamente previa a la consolidación. 

				

				
					5) El proceso de institucionalización en Dahl (2006) establece seis instituciones básicas que dan inicio al proceso de institucionalización democrático: cargos públicos electos; elecciones libres; libertad de expresión; fuentes alternativas de información; autonomía de las asociaciones y ciudadanía inclusiva.

				

				
					6) La agregación de intereses es importante porque es una función que “permite armonizar los intereses, a menudo contradictorios, de grupos dentro de la sociedad civil y por ende, facilita la adopción y aplicación de las políticas públicas que merecen un apoyo que trascienda los mezquinos intereses políticos de un grupo individual”. El cumplimiento de dicha función por parte de los partidos políticos requiere que éstos, a su vez, se sometan a un proceso de institucionalización en el que debe haber una cierta estabilidad en las normas que rigen la competencia entre los partidos, los partidos no pueden aparecer repentinamente y luego evaporarse con la misma rapidez. Además, los partidos deben tener profundas raíces dentro de la sociedad, de modo que puedan estructurar las preferencias políticas a lo largo del tiempo; los partidos deben dar legitimidad al proceso electoral. Finalmente, un partido político no puede ser un simple vehículo para políticos ambiciosos, éste debe ser independiente y basarse en sus propios méritos (Burki y Perry 1998).

				

				
					7) Para Chasquetti (2001) este tipo de mecanismo produce gobiernos apartidistas en la medida en la que gobiernan por decreto o buscan eludir al congreso, el resultado ha sido la interrupción más frecuentemente de estos gobiernos antes del término de sus mandatos, es decir, el uso excesivo de mecanismos apartidistas genera mayores crisis gubernamentales, por ejemplo: Brasil (1989), Ecuador (1997 y 2000), Perú (1992), Bolivia (1985) y Venezuela (1999) frente a la fragmentación partidista y al reducido apoyo legislativo (Collor de Melo controlaba el 8% de legisladores en 1989), los presidentes hicieron un uso indiscriminado de mecanismos apartidistas, lo que ocasionó la interrupción anticipada de sus mandatos.

				

				
					8) Cabe destacar que Nelson Polsby (1967) cuando analiza la institucionalización de la Cámara de Representantes en Estados Unidos, de los siglos XVIII y XIX hasta la década de 1969, introdujo tres elementos que caracterizaron la institucionalización de la cámara: establecimiento de límites a la inestabilidad producida por la no profesionalización de los líderes o representantes, es decir, establecer un sistema de reclutamiento de los mismos; complejidad de la tarea parlamentaria, en la que la división del trabajo legislativo es necesaria para asignar los roles específicos y el funcionamiento adecuado del recinto; finalmente, el autor menciona un cambio en los criterios manifiestos para la toma de decisiones, donde lo universal prevalece sobre lo particular, los méritos subsisten al favoritismo y al nepotismo, y las preferencias personales se sustituyen por códigos impersonales. 

				

				
					9) Según datos del Latino barómetro en 2011, el 59% de los ciudadanos latinoamericanos dice que no puede haber democracia sin congreso, mientras que la confianza en este tipo de institución es mucho más reducida. Entre el 28 y el 32% de la población dice confiar en los congresos, mientras que el 22% asegura confiar en los partidos políticos, en tanto que el 40% confía en el gobierno, esto es, la baja confianza de los ciudadanos en los partidos y en el congreso lo ubican entre las instituciones con menor credibilidad a diferencia de los gobiernos con mayor reconocimiento que los poderes legislativos.

				

				
					10) Frente al peligro de la paralización de la opinión de las minorías, Sánchez Navarro (1995) considera que la protección de las minorías en el funcionamiento del sistema democrático es fundamental para la legitimidad del sistema, ya que, con la participación de las minorías en los asuntos públicos, y al asegurarles un puesto en la reglamentación parlamentaria, se garantiza el respeto a la pluralidad y a la esencia del régimen representativo.

				

				
					11) En los sistemas parlamentarios se utilizan instrumentos que agilizan el proceso y evitan el obstruccionismo, como la llamada guillotina, mecanismo que se encarga de “someter un asunto a un voto de confianza, cuando se invoca la guillotina, todo el debate cesa, y si el parlamento no presenta una moción de censura y no vota en menos de catorce horas, se considera que la ley ha sido aprobada” (Sartori 1996, 182).

				

				
					12) Existen dos modalidades de información: la información para las funciones legislativas y la información sobre las funciones legislativas. La primera está dirigida a mejorar la calidad de las decisiones y la efectividad de los objetivos. La información de este tipo integra: a) documentos del parlamento, como las leyes orgánicas, actas de sesiones, directorios de los miembros, textos de leyes aprobadas, etcétera; b) publicaciones oficiales, como los informes ejecutivos; c) obras de consulta, como enciclopedias, diccionarios, manuales de procedimiento legislativo, directorios, almanaques, compilaciones estadísticas; d) libros; e) publicaciones electrónicas; f) investigaciones especializadas; y g) asesoría especializada. La segunda trata de la información en manos del poder legislativo. Algunos ejemplos de este tipo de información son: nombres, fotografía y currícula de los legisladores; la agenda legislativa; listas de asistencia y votación de cada una de las sesiones; las iniciativas de ley, derecho y acuerdos; leyes, decretos y acuerdos aprobados por el pleno; diario o semanario de debates; dietas de los legisladores, partidas presupuestales destinadas a los grupos parlamentarios, a los comités o comisiones, la mesa directiva, la junta de coordinación política o su análogo, y los demás órganos del congreso; convocatorias, actas, acuerdos y listas de asistencia de cada una de las comisiones o comités, así como del pleno o su análogo (López et al. 2007).

				

				
					13) Un caso extremo es Brasil cuando el presidente Sarney emitió tan solo en 1988, 142 decretos de emergencia, o sea uno cada cuatro días. En 1990 el gobierno de Collor de Melo emitió 150 decretos lo que casi equivale a uno cada dos días laborales.

				

				
					14) El nivel de negociación dependerá de la capacidad de intromisión del legislativo. Por ejemplo, la facultad que otorgan las constituciones para modificar libremente el presupuesto por parte de los legisladores (México, Bolivia, Honduras, Paraguay y Venezuela tienen esa facultad); los límites a la facultad de veto sobre el presupuesto como es el caso de México; el tiempo de análisis de presupuesto que varía entre 100 (Brasil) y 45 días (México) como el plazo para resolver sobre el presupuesto; la intervención de una o las dos cámaras en la aprobación del gasto público y las disposiciones en el caso de no aprobación y rechazo por parte del congreso. La influencia del legislativo en el presupuesto dependerá de la asignación constitucional para cada caso. Alcántara et al. (2005, 243) elaboran un índice de influencia potencial del poder legislativo respecto al presupuesto, en el que, con base en las asignaciones constitucionales, los países con mayor influencia son Honduras y México, mientras que los países con menor influencia serían Colombia, Chile, República Dominicana, Guatemala y Venezuela.

				

				
					15) En Estados Unidos, por ejemplo, sólo el presidente Andrew Johnson ha sido sometido a juicio político, sin embargo, la resolución no resultó condenatoria por sólo un voto. Asimismo, la Cámara de Representantes en ese país recomendó someter a juicio político a Richard Nixon por el caso Watergate, recomendación que no tuvo efecto pues éste renunció antes de que se aprobara el juicio político en su contra. En los países latinoamericanos el uso del juicio de responsabilidad ha sido muy escaso, sin embargo podemos señalar algunos casos: el del presidente de Brasil Fernando Collo de Melo quien fue destituido de su cargo y el caso de Carlos Andrés Pérez, presidente de Venezuela, quien fue procesado penalmente, así como Alberto Fujimori en Perú.

				

				
					16) Por ejemplo, en España, una vez instalado el parlamento, se observa que en la primera legislatura (1979-1982), las preguntas escritas son las más utilizadas como instrumentos de control, le siguen las preguntas orales y en mucho menor medida, las solicitudes de informes. En la segunda legislatura (1982-1986), los tres primeros instrumentos permanecen, aunque aumentan en número y se unirán al catálogo, las comparecencias en comisión, como las más solicitadas, las comparecencias en pleno y la solicitud de creación de comisiones de investigación. Para los años correspondientes a la tercera legislatura (1986-1989), todos los instrumentos de control crecen exorbitantemente, pero son las solicitudes de creación de comisiones de investigación las que incrementan en un poco más del 100% respecto a la legislatura anterior, sumando 2 247 peticiones. Es en la cuarta legislatura (1989-1993), cuando se observa abiertamente la fortaleza de la oposición comandada por el Partido Popular, cuyas iniciativas de control se disparan en relación a las legislaturas anteriores, prevaleciendo las preguntas escritas y orales como los instrumentos mayormente utilizados por este grupo. Hasta aquí las legislaturas se manejaban con un gobierno de mayoría estable comandado por el Partido Socialista Obrero Español. Para la quinta legislatura, el gobierno deja de ser mayoría y pasa a formar parte de los gobiernos minoritarios, como el danés. La oposición más próxima, el PP, ante sus amplias posibilidades de alternar en la siguiente elección, disminuye la carga controladora y se muestra, sin dejar de ser combativo, más especializado, centralizando su fiscalización a las actividades de la administración, concretamente haciendo uso de las comisiones parlamentarias como instrumento de control (Sánchez de Dios 1995; Fernández y López Nieto 1993).

				

			

		

	
		
			Autoritarismo con “coro electoral”. 
Estado y “democracia” en América Latina

			Jaime Osorio

			Introducción

			En este trabajo ofrecemos un panorama de las razones que explican la marcha en la región de procesos calificados de “transición a la democracia”, desde una caracterización estructural del Estado dependiente, y desde las transformaciones económicas y políticas producidas en la región en los últimos 40 años, al calor de la inserción de América Latina en el proceso de mundialización.

			Tras ofrecer una explicación de las consecuencias políticas de la puesta en marcha del nuevo patrón de reproducción del capital, con serios efectos disruptivos en lo social y político, nos detenemos más adelante en las particularidades que dieron origen a los llamados gobiernos populares, para finalmente adentrarnos en el caso mexicano y en algunos procesos que desde nuestra perspectiva están en la base de la aguda crisis política y social que enfrena esta formación económico-social.

			Iniciamos la exposición con un breve apartado que explica las razones que justifican calificar el momento político estatal de estas últimas décadas como autoritarismo con “coro electoral”, y que serán apuntalados en el desarrollo general del análisis que prosigue. Cerramos finalmente con unas breves conclusiones.

			Autoritarismo con “coro electoral”

			Caracterizar la forma del Estado en tiempos en que se han generalizado los procesos electorales para elegir a las máximas autoridades en la región, constituye un asunto de la mayor relevancia, porque nos obliga a preguntarnos sobre la fuerza y alcance de los procedimientos democráticos activados y, al mismo tiempo, por la significación de las tendencias autoritarias que se hacen presentes de manera recurrente, con mayor o menor envergadura, en las políticas de gobiernos y Estados en la región.

			El primer paso en ese camino implica desechar las opciones dicotómicas -tan comunes y populares en la reflexión, pero tan pobres para el análisis del tipo democracia o autoritarismo-, en tanto nos impiden comprender el carácter contradictorio de todo proceso, en este caso, los rasgos autoritarios que atraviesan cualquier forma estatal democrática, o bien las dimensiones democráticas presentes en las formas de Estado autoritarios.

			Sin embargo, en medio de procesos en donde alguna dimensión de esa contradicción impone su signo, esto significa que es ella la que “con su luz baña todos los demás colores” Marx (1971, 28) y define las tendencias y las relaciones dominantes.

			Es desde esta perspectiva que caracterizamos la actual forma del Estado en América Latina como autoritaria con “coro electoral”. Con ello queremos destacar primero que las tendencias autoritarias son las que prevalecen, acompañadas, o mejor, imbricadas con procesos electorales propios de formas democráticas. La noción “coro electoral” tiene el objetivo de destacar su papel secundario en el carácter del Estado,1 y a su vez en el seno de la concepción de democracia. 

			Si a nivel de todo el mundo occidental –en donde la democracia se constituyó en un elevado valor político– es posible señalar que “la tiranía hoy imperante adopta nuevos disfraces” y que “la tiranía del siglo XXI se llama democracia” (Zizek 2009, 41),2 en el mundo dependiente esta afirmación alcanza mayor pertinencia.

			Determinaciones estructurales del Estado dependiente

			El Estado latinoamericano presenta a lo menos dos determinaciones de significativa importancia para comprender los límites a que se enfrentan los procesos de democratización en general, y en particular los iniciados en las últimas décadas del siglo XX en la región.3

			Estados subsoberanos

			La primera refiere a la condición subsoberana del Estado dependiente. En un sistema mundial conformado por centros y periferias, y en donde estas últimas se encuentran en relaciones de subordinación con los primeros, no es posible que todos los Estados dispongan de iguales niveles de soberanía. Tenemos Estados en donde la soberanía tiende a ser mayor, mientras más al centro del sistema nos encontremos, y menor, en tanto más nos adentremos en las periferias de ese sistema.

			Esto significa poner en entredicho el mito liberal que asocia Estado con soberanía. Aquí, por el contrario, el fundamento del Estado reposa en la capacidad de determinados intereses de clases para articular formaciones socioeconómicas y de transformar esos intereses en proyectos de toda la nación, alimentando el imaginario de comunidad.

			Esto es lo definitorio del Estado, en tanto proceso de condensación de relaciones de poder político y no, por lo tanto, en su capacidad soberana. De esta forma podemos tener Estados con una condición subsoberana, y sin embargo con fuerte condensación de poder político.

			Superexplotación y comunidad

			La segunda determinación refiere a la particular modalidad que asume la explotación en las regiones dependientes, sustentada en la regular y estructural violación del valor de la fuerza de trabajo, o superexplotación,4 proceso que tiene serias implicaciones a nivel del Estado y de la política. 

			Al generar estructuras productivas que –con mayor o menor fuerza según las formas de reproducción del capital vigentes–, tienden a dar la espalda a las necesidades del grueso de la población trabajadora, empleada y desempleada, el proceso de reproducción del capital en las regiones dependientes tiende a generar profundas rupturas sociales que limitan el establecimiento de alianzas, pactos y acuerdos entre las diversas clases, fracciones y sectores, así como entre agrupamientos étnicos, dominantes y dominados.

			El peso de patrones de reproducción exportadores en la historia económica regional, desde la presencia de economías formalmente independientes, expresa esa disociación entre necesidades del capital y necesidades de los productores: el capital opera volcado a satisfacer necesidades del capital y de los trabajadores del mundo desarrollado, y ahora del mercado chino, y sólo de manera tangencial considera a los trabajadores como parte activa de la realización de la plusvalía, incorporando al mercado interno a sectores reducidos, junto a las clases que viven de la plusvalía, renta y de altos salarios.

			La superexplotación y la reproducción del capital en el mundo dependiente operan así como elementos disruptivos que de manera permanente están tendiendo a romper el tejido social, a debilitar los imaginarios de comunidad y a agudizar, por el contrario, los enfrentamientos sociales, otorgando al Estado bases sociales muy precarias para asentarse como un poder que pueda presentarse de manera estable como cabeza y expresión de necesidades e intereses de toda la sociedad.

			Subsoberanía y superexplotación conforman así Estados en donde la supeditación (y alianzas) de los sectores dominantes locales con sectores del capital mundial, y la exclusión del grueso de la población de los beneficios del trabajo común y de las dimensiones civilizatorias del capitalismo, y sometidas por el contrario a la barbarie que éste genera, estrechan el espacio para articular imaginarios de nación, de conformar proyectos comunes, lo que alimenta las tendencias autoritarias como rasgo característico del dominio.

			Los procesos centrales de la nueva forma estatal 

			La puesta en marcha en las últimas décadas del siglo XX de un nuevo patrón de reproducción de capital en América Latina, con acento exportador de materias primas y alimentos, y en algunas economías de partes industriales, bajo políticas económicas neoliberales5 –en medio de una nueva división internacional del trabajo y el avance de la mundialización, con el incremento de los intercambios comerciales y de un nuevo despliegue del capital financiero– acentuó las tendencias rupturistas de pactos y alianzas sociales, al agudizarse el traspaso de fondos de consumo de los trabajadores al fondo de acumulación del capital, sea bajo la forma de agudas reducciones de los salarios, como por la expropiación de prestaciones sociales en materia de salud, vivienda, jubilaciones, educación y salud, entre las más destacadas.

			A ello se agrega el traspaso a precios de oferta de empresas públicas al sector privado (a lo que se agrega en México la privatización de tierras en manos de campesinos/ejidatarios), todo lo cual acentúa el despojo general de bienes comunes al que se asiste, trasladados a sectores reducidos de la población local y del capital transnacional, sean empresarios o altos políticos. 

			Con estos procesos se puso fin a las relaciones de legitimidad construidas bajo el patrón industrial que precedió al actual, entre los años treinta-cuarenta y sesenta-setenta del siglo pasado, en donde se establecieron las prestaciones sociales arriba señaladas para importantes segmentos de la población trabajadora, al igual que el incremento del empleo en los sectores industrial y de servicios, tanto por la expansión de las actividades estatales, como por el crecimiento del comercio, la banca y las esferas de la educación y la salud.

			De esta forma, al ponerse en marcha una nueva modalidad de reproducción capitalista, con su agresiva ofensiva sobre las prebendas alcanzadas por el mundo del trabajo, el pacto de legitimidad de protección/lealtad vigente en la fase industrial se desmorona, azuzada su debacle también por los procesos de contrainsurgencia puestos en marcha en la región, con el fin de impedir resistencias y respuestas populares a la ofensiva llevada a cabo por el capital.

			Es así como se llega a un momento en donde los regímenes autoritarios, militares o civiles, encargados de la marcha de la contrainsurgencia y, en algunos casos, de iniciar la reconversión hacia las nuevas formas de reproducción del capital, terminan convirtiéndose en un lastre para los objetivos del propio capital, local y transnacional, al no ser reconocidos por parte importante de la población como un mando con derecho a obediencia, alentando las protestas sociales y multiplicándose el reclamo por la democracia.

			Frente a esta situación, tanto desde el gobierno de Jimmy Carter en Estados Unidos, como de las agrupaciones patronales locales y de los partidos políticos, el tema de la transición a la democracia se convierte en una demanda central, en donde ya no sólo participan las organizaciones populares, sino también la Casa Blanca y sectores significativos del capital local.

			En definitiva, con la transición a la democracia, tanto el capital local y transnacional buscaban resolver la falta de legitimidad del Estado en la región, respondiendo además a los reclamos que desde los sectores populares y sus organizaciones se desarrollaban en tal dirección.6

			Para los sectores dominantes la transición a la democracia significa en los fundamental la realización de elecciones para decidir sobre las fuerzas políticas y los personeros que encabezarán el aparato de Estado. De allí los pasos para la conformación de padrones electorales confiables, la reactivación de antiguos partidos políticos vetados por los regímenes autoritarios, también aperturas para la conformación de nuevas organizaciones partidarias, leyes para la regulación de campañas, de acceso de recursos económicos para tales fines y otros más.

			El discurso de la democratización implicaba potenciar la figura del ciudadano. Así, tras amplificar la imagen de un sujeto a la espera de prebendas desde el Estado, el nuevo discurso señala la necesidad de contar con un adulto político capaz de dirigir su destino y el de la sociedad, haciéndose responsable de sus éxitos y fracasos sociales, en tanto el mercado retribuirá a cada cual según sus esfuerzos, capacidades y talentos, al tiempo que con su voto este ciudadano podrá tomar el curso de la vida en común en sus manos, siendo responsable, por tanto, por lo que acontezca en la vida societal.

			Este empoderamiento del ciudadano no dejaba de ser una ficción necesaria para perder de vista las responsabilidades sociales imperantes en el derrumbe de las condiciones de vida del grueso de la población en las nuevas condiciones de reproducción del capital, y atribuírselas justamente a los afectados por un supuesto mercado neutro.

			Iguales objetivos operaban en el terreno de las decisiones sobre la vida en común. Poco, muy poco es lo que los ciudadanos en la realidad podían incidir en ese terreno, marcado por reformas estructurales vitales para los intereses dominantes y que difícilmente permitirían la injerencia de otras voces sociales en decidir su aplicación. En otras palabras, en un contexto de estrechamiento de los proyectos del capital local con el global, el espacio de decisiones de los ciudadanos era sumamente acotado.

			Es en este contexto que América Latina ingresa a la etapa de la democratización, multiplicándose las consultas electorales y en donde la casi totalidad de los altos cargos del aparato de Estado emanan de elecciones. Personajes como Fernando Henrique Cardoso, Patricio Aylwin, Ricardo Lagos, Arturo Alfonsín, Saúl Menem, Alberto Fujimori, Carlos Salinas de Gortari, entre muchos otros, hacen su aparición como primeros mandatarios de gobiernos decididos en las urnas. Todos realizando una gestión acorde a los intereses de la nueva reestructuración capitalista, ya sea para alentarla, otros para remover obstáculos para su implementación.

			En todos ellos terminan prevaleciendo los intereses de las clases dominantes locales e internacionales en torno al proyecto de democracia que se establece: un asunto puramente procedimental, pero sin efectos sustantivos en el curso de la vida en común.

			Posteriormente, ya en el siglo XXI, triunfarán fuerzas políticas y personeros que sin alterar en lo sustancial los procesos de reproducción del capital en marcha, y en muchos casos alentándolos, buscarán aplicar políticas y programas que limiten el recrudecimiento de las aristas más agudas de esa reproducción y de las políticas neoliberales,7 dando paso a lo que la literatura prevaleciente ha calificado como gobiernos “progresistas”, en donde se ubicarían los encabezados por Ignacio Lula Da Silva, en particular su segundo mandato, Néstor y Cristina Kichner, y José Mujica. 

			Esta suerte de economía política de las transiciones a la “democracia” nos permite explicar la paradójica situación imperante en la región desde la puesta en marcha de los procesos electorales: la existencia de procesos económicos que excluyen del empleo y del mercado a amplios contingentes sociales, o que los incluyen pero en condiciones cada vez más precarias, que no es sino otra forma de exclusión, y por otra parte de un discurso político, el de la democratización, que se fundamenta en el imaginario de una creciente inclusión de los ciudadanos en la toma de decisiones y en el curso de la vida en común.

			No es difícil apreciar que ambos discursos no son compatibles y que alguno de ellos da cuenta de una situación en forma distorsionada. O la economía no excluye como lo indicaban los datos no sólo locales sino también de los organismos internacionales: o en la esfera política la ciudadanía que se construía y los espacios institucionales que se abrían no eran tan abiertos que permitieran una efectiva capacidad de toma de decisiones por parte de la ciudadanía en las consultas electorales.

			Es evidente que esta situación no podía ni siquiera plantearse como problema desde las miradas disciplinarias de los economistas, de los cientistas políticos o de los sociólogos. Por el contrario, los primeros nos hablaban de los reajustes que alentaba el mercado y que todos los desbarajustes eran propios de una situación transitoria, pero que pronto se verían los resultados del crecimiento. Y los segundos no sólo estaban encandilados con los avances de la democratización y de los logros institucionales en la materia. Llegaron más lejos, pasando de los estudios de las transiciones a los estudios sobre la calidad de la democracia, dando por sentado que lo que había era democracia, y que ahora el problema central en la materia era ampliarla y profundizarla.8

			Los gobiernos populares

			En medio de los reacomodos y fisuras en el seno de las clases dominantes que el nuevo patrón de reproducción y las políticas neoliberales propiciaban –y de los conflictos sociales que desataban– se produjeron fisuras e intersticios en algunas sociedades que serán aprovechadas por sectores populares en América Latina, otorgando a los procesos de democratización una dimensión inesperada, tanto para las fuerzas de izquierda como para los propios sectores del capital local e internacional. 

			A pesar de los procesos de contrainsurgencia que operaron en toda la región, hubo sociedades en donde éstos no alcanzaron resultados profundos, propiciando una rápida rearticulación de sectores populares, que no sólo se levantaron contra las políticas económicas en marcha, sino que lograron constituir nuevas fuerzas políticas que participaron en las consultas electorales. Para sorpresa de todos esas nuevas fuerzas políticas y esos nuevos liderazgos ganaron elecciones presidenciales, tanto en Venezuela como en Bolivia, y conformaron lo que se ha denominado como gobiernos “populares”. 

			En Venezuela es un exmilitar, Hugo Chávez, fue quien encabezó la nueva organización, expresando una tendencia nacionalista de vieja data al interior de las fuerzas armadas de ese país, lo que le permitió contar con el respaldo de los altos mandos militares, así como del de la inmensa masa de pobres urbanos, desempleados y subempleados, de sindicatos obreros y de funcionarios públicos. 

			En Bolivia también se conformó una nueva fuerza política, el Movimiento al Socialismo (MAS) a cuya cabeza aparece un líder indígena, Evo Morales, quien triunfó en las elecciones de 2005, reeligiéndose posteriormente en dos ocasiones. Aquí la base social fundamental la constituyeron los movimientos indígenas, con mineros y campesinos que ganaron enorme presencia en agudas luchas sociales previas por la defensa del agua y sus territorios, así como de trabajadores de servicios y la población urbana en general.
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